
P.- 765/2024
San Luis Potosí, San Luis Potosí, veinte de septiembre de dos mil veinticuatro, el secretario Luis Manuel Pérez Salazar da cuenta al Juez con el oficio registrado con el folio . Conste.

San Luis Potosí, San Luis Potosí, veinte de septiembre de dos mil veinticuatro.

San Luis Potosí, San Luis Potosí, a veinte de septiembre 
de dos mil veinticuatro.

VISTOS, para resolver, los autos del Juicio de Amparo 

765/2024, promovido por  ******* ****** *******, en su carácter de 

Presidente de la mesa directiva y representante legal de la asociación 

civil potosina “***** **** ***** ** *** ******** *** .”, contra actos 

del Congreso del Estado de San Luis Potosí y otra autoridad; y,

R E S U L T A N D O:

PRIMERO.- Presentación de la demanda. Mediante escrito 

presentado el veintiuno de mayo de este año, turnado y recibido el 

mismo día en este juzgado federal, ******* ****** *******, en su 

carácter de Presidente de la mesa directiva y representante legal de 

la asociación civil potosina  ******  ****  *****  **  ***  ******** 
*****, solicitó el amparo y protección de la Justicia Federal contra las 

autoridades y respecto de los actos que a continuación se precisan:

“III.- LA AUTORIDAD O AUTORIDADES RESPONSABLES. - En 
términos del artículo 5, fracción II de la Ley de Amparo, son 
autoridades responsables las siguientes:

1.- El H. Congreso del Estado de San Luis Potosí.
2.- El Titular del Poder Ejecutivo, Gobernador 

Constitucional del Estado de San Luis Potosí.”

“IV.- ACTOS RECLAMADOS. – En relación con la fracción IV 
del artículo 108 ya mencionado, y el artículo 1, de la Ley de 
Amparo los actos que reclamamos de las autoridades 
anteriormente señaladas son:

a).- Al H. Congreso del Estado de San Luis Potosí: 1) la 
discusión, aprobación, orden de publicación y efectos de los 
artículos 148, fracción I y II; 149 y 150, fracción III del Código 
Penal para el Estado de San Luis Potosí y 2) la discusión, 
aprobación, orden de publicación y efectos del artículo 16 de 
la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis 
Potosí. 

b).- Al Titular del Poder Ejecutivo, Gobernador 
Constitucional del Estado de San Luis Potosí: 1) la promulgación, 
sanción y efectos de los artículos 148, fracción I y II; 149 y 150, 
fracción III del Código Penal para el Estado de San Luis Potosí y 
2) la promulgación, sanción y efectos del artículo 16 de la 
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Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis 
Potosí.” 

SEGUNDO. Derechos humanos que la parte quejosa 
considera violados. Indicó el contenido en los artículos 1º, 4º y 133 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 2, 5, 

11, 24 y 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 

Artículos 3 y 10 del Protocolo adicional a la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos en materia de Derechos económicos, 

sociales y culturales; 2 y 17 del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos; 3, 10 y 12 del Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales; 2, 12 y 16, inciso e), de la 

Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer (CEDAW); 1, 2, 3, 4, incisos a, b, c y e, 

6, 7 y 9 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 

Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém Do 

Pará”; Artículo 1 de la Convención Interamericana Contra Toda 

Forma de Discriminación e Intolerancia; expuso los antecedentes de 

los actos reclamados y los conceptos de violación que estimó 

pertinentes.

TERCERO. Por auto del veintitrés de mayo de este año, se 

registró el expediente con el número 765/2024 que le correspondió; y 

se admitió la misma; se solicitó el informe justificado a las autoridades 

responsables, se dio la intervención que legalmente compete a la 

agente del Ministerio Público de la Federación adscrita, quien no 

formuló pedimento; y, se señaló fecha y hora para el desahogo de la 

audiencia constitucional, la cual inicia con el acta que antecede y 

concluye con el dictado de esta sentencia; y

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia legal. El Juez Tercero de Distrito en 

el Estado de San Luis Potosí es competente para conocer del 

presente juicio de amparo, de conformidad con lo que disponen los 

artículos 103, fracción I y 107, fracción VII, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, fracción I, 35 y 37 de la Ley de 
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Amparo; así como el artículo 49 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 

de la Federación, en relación con el punto primero, fracción IX, punto 

segundo, fracción IX, inciso 3, y punto cuarto, fracción IX, primer 

párrafo, del Acuerdo General 3/2013, del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal, relativo a la determinación del número y límites 

territoriales de los Circuitos en que se divide el territorio de la 

República Mexicana, y al número, a la jurisdicción territorial y 

especialización por materia de los Tribunales Colegiados y Tribunales 

Colegiados de Apelación y de los Juzgados de Distrito, toda vez que 

el acto reclamado a las autoridades responsables al ser de naturaleza 

omisiva carece de ejecución material, por lo que al presentarse la 

demanda de amparo en ésta jurisdicción acredita la competencia del 

suscrito para conocer de la misma.  

SEGUNDO. Aplicación de criterios que no se oponen a la Ley 

de Amparo vigente. Se precisa que las tesis y jurisprudencias que se 

citan en el presente asunto no se oponen a lo dispuesto en el artículo 

sexto transitorio de la Ley de Amparo; por ello es innecesario 

mencionarlo cada vez que se invoca un criterio emitido por el Poder 

Judicial de la Federación.

TERCERO.- Precisión del acto reclamado. De conformidad 

con lo previsto en el artículo 74, fracción I, de la Ley de Amparo, se 

establece que del análisis integral de la demanda de amparo y 

constancias de autos, se advierte que los actos reclamados, son los  

siguientes:

Del Congreso del Estado de San Luis Potosí: 
La discusión, aprobación, orden de publicación y efectos de los 

artículos 148, fracción I y II; 149 y 150, fracción III del Código Penal 

para el Estado de San Luis Potosí y; 

La discusión, aprobación, orden de publicación y efectos del 

artículo 16 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

San Luis Potosí. 

Del Gobernador Constitucional del Estado de San Luis 
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Potosí:
La promulgación, sanción y efectos de los artículos 148, 

fracción I y II; 149 y 150, fracción III del Código Penal para el Estado 

de San Luis Potosí y; 

La promulgación, sanción y efectos del artículo 16 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí. 

CUARTO. Certeza de los actos reclamados. Son ciertos los 
actos reclamados a las autoridades responsables en cita, ya que al 

rendir su informe justificado, respectivamente, reconocieron su 

emisión, en el ámbito de sus competencias condignas.

Es aplicable a lo anterior, la jurisprudencia 2a./J. 65/2000, de la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

publicada en la página 260, Tomo XII, Agosto de 2000, Novena 

Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, con 

registro digital 191452, de rubro y texto siguientes:

“PRUEBA. CARGA DE LA MISMA RESPECTO DE LEYES, 
REGLAMENTOS, DECRETOS Y ACUERDOS DE INTERÉS 
GENERAL PUBLICADOS EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN. Respecto de las leyes, reglamentos, 
decretos y acuerdos de interés general, no se necesita 
probar su existencia en autos, pues basta que estén 
publicados en el Diario Oficial, para que la autoridad 
judicial esté obligada a tomarlos en cuenta, en virtud de 
su naturaleza y obligatoriedad, y porque la inserción de 
tales documentos en el órgano oficial de difusión tiene 
por objeto dar publicidad al acto de que se trate, y tal 
publicidad determina precisamente que los tribunales, a 
quienes se les encomienda la aplicación del derecho, por 
la notoriedad de ese acontecimiento, no puedan argüir 
desconocerlo.”

QUINTO. Legitimación. Al respecto, cabe señalar que 

conforme al criterio contenido en la ejecutoria de Amparo en 
revisión *******, de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, en la que analizó la constitucionalidad de los artículos 

101, 102 y 103 del Código Penal para el Estado de Aguascalientes, 

en los que se regula el delito de aborto.

Particularmente en los párrafos 104 y 105 de dicha ejecutoria, 

la Primera Sala señaló que advirtió la necesidad de reinterpretar el 

L
U

IS M
A

N
U

E
L

 PE
R

E
Z

 SA
L

A
Z

A
R

706a6620636a6632000000000000000000008dae
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



principio de relatividad de las sentencias de amparo, para lo cual 

expuso que mantener la interpretación tradicional de dicho principio, 

en muchos casos, acabaría frustrando la finalidad sustantiva del juicio 

de amparo, que es la protección de todos los derechos 

fundamentales.

Por lo que concluyó que en el caso en que asociaciones civiles 

cuyo objeto o razón de ser sea la defensa de los derechos 
colectivos como son el derecho humano a la igualdad y no 
discriminación y el derecho a la salud en su modalidad social, sí 
están legitimadas para acudir a la instancia constitucional en 
defensa de sus agremiadas; puesto que estos derechos 
corresponden a “un grupo, categoría o clase en conjunto”, por lo 
que no pueden segmentarse.

Dichos párrafos literalmente señalan:

“104. Como se advierte, esta Primera Sala ha 
reconocido la necesidad de reinterpretar el principio de 
relatividad de las sentencias de amparo, puesto que 
mantener la interpretación tradicional de dicho principio, 
en muchos casos, acabaría frustrando la finalidad 
sustantiva del juicio de amparo: la protección de todos 
los derechos fundamentales 

105. Dicho todo lo anterior, en el presente caso 
concreto, esta Primera Sala considera fundados los 
agravios formulados por ********** y **********, en tanto, 
como se desprende de las consideraciones que se 
expusieron en párrafos anteriores, las quejosas hicieron 
valer la inconstitucionalidad de los preceptos 101, 102 y 
103 del Código Penal para el Estado de Aguascalientes 
de la vulneración a derechos colectivos, como lo son el 
derecho humano a la igualdad y no discriminación y el 
derecho a la salud en su modalidad social, lo cual es 
válido en el juicio de amparo mediante la figura jurídica 
del interés jurídico; siendo que estos derechos 
corresponden a "un grupo, categoría o clase en 
conjunto", por lo que no pueden segmentarse.”

Además, conforme al contenido de la documental que aportó la 

parte quejosa con su escrito de demanda para justificar su 

representación, consistente en el instrumento notarial que contiene la 

constitución de la Asociación Civil quejosa, se revela que su objeto 
social (con constitución y domicilio en esta ciudad) es proteger un 

derecho de naturaleza colectiva, establecido en sus estatutos tal 
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como el de “Impulsar la Salud de las mujeres en el Estado de San 
Luis Potosí a través de su participación política, social y 
económica” con lo que se satisface documentalmente ese requisito.

SEXTO. Conceptos de violación. En el caso no se 

transcribirán los conceptos de violación que formuló la parte quejosa, 

pues hacerlo no constituye alguno de los requisitos previstos en el 

artículo 74 de la Ley de Amparo para el dictado de la sentencia, ni es 

necesario para cumplir con los principios de congruencia y 

exhaustividad que rigen el dictado del fallo.

Al respecto es aplicable la jurisprudencia 2a./J 58/2010, emitida 

por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Novena Época, tomo XXXI, mayo de 2010, de rubro siguiente: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR 
CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD 
EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU 
TRANSCRIPCIÓN.”.

SEPTIMO. Consideraciones previas. En el particular, virtud 

de que la quejosa sustenta sus conceptos de violación en los 

razonamientos expuestos por la Primera Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, en la ejecutoria de Amparo en Revisión 
*******, en la que se analizaron los artículos 101, 102 y 103 del 

Código Penal para el Estado de Aguascalientes, y la citada Primera 
Sala declaró la inconstitucionalidad de esos artículos; es 

conveniente destacar el contenido del artículo 16 de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí y realizar un 

cuadro comparativo de esos numerales con los diversos 148, fracción 

I y II; 149 y 150, fracción III del Código Penal para el Estado de San 

Luis Potosí, pues de contener estos últimos previsiones 
normativas jurídicamente similares, corresponderá resolver en el 
mismo sentido que ya lo hizo nuestro Suprema Corte.

El artículo 16 de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de San Luis Potosí, señala:
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“ARTICULO 16. El Estado de San Luis Potosí reconoce la 
vida humana como fundamento de todos los derechos de los 
seres humanos, por lo que la respeta y protege desde el 
momento de su inicio en la concepción. Queda prohibida la 
pena de muerte, la cual no podrá aplicarse en ningún caso. 

No es punible la muerte dada al producto de la 
concepción, cuando sea consecuencia de una acción 
culposa de la mujer; el embarazo sea resultado de una 
violación o de una inseminación indebida; o de no provocarse 
el aborto la mujer corra peligro de muerte.”

Por su parte, los artículos 148, fracción I y II; 149 y 150, 

fracción III del Código Penal para el Estado de San Luis Potosí y los 

del estado de Aguascalientes son del siguiente contenido:

Artículos 148, fracción I y II; 149 y 
150, fracción III del Código Penal 
para el Estado de San Luis Potosí 

Artículos 101, 102 y 103 del Código 
Penal para el Estado de 
Aguascalientes:

ARTÍCULO 148. Comete el delito de 
aborto quien causa la muerte del 
producto de la concepción en 
cualquier momento del embarazo. 
Este delito se sancionará con las 
siguientes penas: 
(REFORMADA P.O. 19 JULIO DE 
2017) 
I.- A la madre que voluntariamente 
procure su aborto o consienta en 
que otro la haga abortar se le 
impondrá una pena de uno a tres 
años de prisión y sanción pecuniaria 
de cien a trescientos días del valor 
de la unidad de medida y 
actualización; 
(REFORMADA P.O. 19 JULIO DE 
2017) 
II. Al que lo realice con el 
consentimiento de la mujer 
embarazada se le impondrá una 
pena de uno a tres años de prisión y 
sanción pecuniaria de cien a 
trescientos días del valor de la 
unidad de medida y actualización, y 

ARTÍCULO 149. Al profesionista de 
la medicina o partero que cause el 
aborto se le impondrán las penas 

"Artículo 101. Aborto doloso. El 
Aborto Doloso es la muerte del 
producto de la concepción en 
cualquier momento de la preñez. 

"Al responsable de Aborto Doloso se 
le aplicarán de 1 a 3 años de prisión 
y de 40 a 80 días multa, y al pago 
total de la reparación de los daños y 
perjuicios ocasionados, cuando se 
realice por la mujer embarazada o 
por otra persona con el 
consentimiento de la mujer 
embarazada, tomando en cuenta 
para ello las reglas de la autoría, 
participación y complicidad. 

"Cuando falte tal consentimiento de 
la mujer embarazada, la prisión será 
de 3 a 6 años y de 70 a 120 días 
multa, y al pago total de la 
reparación de los daños y perjuicios 
ocasionados; si mediare violencia 
física o moral sobre la mujer 
embarazada, se impondrán al 
responsable de 6 a 8 años de prisión 
y de 80 a 150 días multa, y al pago 
total de la reparación de los daños y 
perjuicios ocasionados. 

"Si la mujer embarazada consiente 
que otro realice el Aborto Doloso 
en su persona, se le aplicarán de 6 
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previstas en el artículo anterior y 
además será suspendido hasta por 
cinco años en el ejercicio de su 
profesión.

ARTÍCULO 150. Es excluyente de 
en el caso de aborto, cuando: 

(…)
III. De no provocarse el aborto, la 
mujer embarazada corra peligro de 
muerte a juicio del médico que la 
asista, oyendo el dictamen de otro 
médico, siempre que esto fuere 
posible y no sea peligrosa la 
demora.

meses a 1 año de prisión y de 40 a 
80 días multa, y al pago total de la 
reparación de los daños y perjuicios 
ocasionados."

"Artículo 102. Suspensión en caso 
de aborto. Cuando el Aborto 
Doloso lo realice un médico, 
cirujano o partero, además de la 
punibilidad establecida en el Artículo 
anterior, se le suspenderá de 2 a 5 
años en el ejercicio de su profesión u 
oficio."

"Artículo 103. Exclusión de aborto 
doloso. No se considerará Aborto 
Doloso, y por ende no se aplicará 
pena o medida de seguridad alguna 
cuando de no practicarse el 
aborto, la mujer embarazada corra 
grave peligro de muerte, a juicio 
del médico que la asista y de otro a 
quien éste consulte, si ello fuere 
posible y la demora en consultar no 
implique peligro. 

"Cuando el embarazo haya sido 
causado por hecho punible 
tipificado como violación en 
cualquier etapa del procedimiento 
penal iniciado al efecto, a petición de 
la víctima, la autoridad judicial podrá 
autorizar la realización del aborto, 
para que sea practicado por personal 
médico especializado, sin que ello 
conlleve las consecuencias jurídicas 
descritas en el presente capítulo."

Del análisis comparativo de los preceptos legales transcritos, 

relativos a las legislaciones penales de los Estados de San Luis 

Potosí y Aguascalientes, se desprende que ambas tienen notas 

esencialmente con similitud jurídica punible.

Ello es así, pues existe una correspondencia sustantiva en 

tanto que refieren a que será punible el aborto cuando se realice 
con el consentimiento de la persona embarazada (madre); que 

será punible el aborto cuando la persona embarazada consienta o 

procure que otro le realice el aborto; el supuesto en que un médico o 
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profesional de la salud practique el aborto, a quienes además se les 

podrá suspender en el ejercicio de su profesión; y la exclusión de 

responsabilidad penal cuando el aborto se practique en una persona 

embarazada que corra riesgo en su salud de continuar con el 

embarazo, o en caso de que al haberse practicado un aborto 

requieran auxilio médico; así como tampoco será punible el aborto 

cuando el embarazo sea resultado de una violación.

+++++++++

Respecto de lo cual la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, en la ejecutoria de Amparo en revisión 
*******, en el Considerando V, párrafos 112 a 114, precisó que el 

Código Penal para el Estado de Aguascalientes considera como 
delito el aborto en cualquier momento del embarazo, ya sea que 
lo realice la propia persona embarazada u otra con su 
consentimiento, castigando con pena de prisión, multa y pago 
de daños y perjuicios.

Lo anterior, con la excepción que, de no practicarse dicho 

aborto, la mujer embarazada corra grave peligro de muerte, o cuando 

el embarazo haya sido causado por una violación, siempre y cuando 

se tenga previa autorización de autoridad judicial dentro de un 

procedimiento penal. Casos en los cuales no se considerará delito.

Asimismo, precisó la Primera Sala que conforme al Código 

Penal para el Estado de Aguascalientes, deberá castigarse con la 

suspensión en el ejercicio de su oficio al médico, cirujano o partero 

que haya realizado el aborto con consentimiento de la persona 

embarazada.

De la misma manera, expuso que en virtud de que los artículos 

impugnados penalizan el aborto consentido por la mujer o persona 

gestante embarazada en cualquier momento de la preñez, las 

quejosas aducen que se vulneran los derechos de autonomía 

reproductiva y libre desarrollo de la personalidad de la persona 

embarazada, así como sus derechos a la salud y a la igualdad y no 

discriminación, pues consideran que anulan el derecho a decidir 

sobre su maternidad de manera absoluta y discriminatoria, 

impidiendo con ello que accedan a los servicios de salud en materia 

reproductiva. 

L
U

IS M
A

N
U

E
L

 PE
R

E
Z

 SA
L

A
Z

A
R

706a6620636a6632000000000000000000008dae
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Notas características todas ellas, que se encuentran 
reguladas de similar manera en los artículos 148, fracción I y II; 
149 y 150, fracción III del Código Penal para el Estado de San 
Luis Potosí. 

Cabe destacar además, que la Primera Sala precisó que su 

análisis y decisión se guiaría desde la obligación de apreciar el caso 

con perspectiva de género como método que pretende detectar y 

eliminar todas las barreras y obstáculos que discriminan a las 

personas por condición de sexo o género, a fin de visualizar 

claramente la problemática y garantizar el acceso a la justicia de 

forma efectiva e igualitaria.

OCTAVO. Estudio de fondo. Los conceptos de violación son 
fundados.

En principio, cabe realizar las precisiones siguientes:

1. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en la ejecutoria de Amparo en revisión *******, declaró la 

inconstitucionalidad de los artículos 101, 102 y 103 del Código Penal 

para el Estado de Aguascalientes;

2. Como se expuso en los considerandos anteriores, los 

artículos 148, fracción I y II; 149 y 150, fracción III del Código Penal 

para el Estado de San Luis Potosí, contienen previsiones 
normativas en relación con la figura delictiva del aborto 
jurídicamente similares a las reguladas en los artículos 101, 102 y 

103 del Código Penal para el Estado de Aguascalientes;

3. Asimismo, como se señaló la moral quejosa en su demanda 

de amparo adujo conceptos de violación siguiendo la línea expositiva 

realizada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en la ejecutoria de Amparo en revisión *******.
4. En consecuencia, al contener ambas legislaciones una 

regulación jurídica similar respecto al delito de aborto, normativa 

que se reitera ya se declaró inconstitucional por la Primera Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la ejecutoria del 

Amparo en revisión  *******; en consecuencia, corresponde 
resolver en el mismo sentido que ya lo hizo nuestra Suprema 
Corte.
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Así, de los párrafos 116 y subsecuentes abordó el estudio de 

los conceptos de violación, para lo cual señaló que expondría en 

primer lugar el contenido y alcance de los derechos que se estiman 

violados y, posteriormente, haría un análisis de constitucionalidad de 

los artículos impugnados.

Precisó que remembraría lo que ha sostenido el Alto Tribunal 

sobre el derecho de la mujer a decidir y cuya titularidad se extiende a 

las personas con capacidad de gestar.

Al efecto precisó que en la acción de inconstitucionalidad 

148/2017, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte analizó un tema 

similar al que aquí acontece, como son los artículos 195, 196 y 224, 

fracción II, del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, 

que penaliza el aborto.

Al efecto, recordó que en dicho precedente señaló que el 
derecho a decidir de las mujeres y personas gestantes es 
resultado de una combinación particular de diferentes derechos 
y principios asociados a la noción esencial de que “es intrínseco 
a la persona humana la disposición de su libertad de 
autodeterminarse y escoger libremente las opciones y 
circunstancias que le dan sentido a su existencia, conforme a 
sus propias convicciones”, determinando que el sustrato de esta 
prerrogativa lo constituyen la dignidad humana, la autonomía, el 
libre desarrollo de la personalidad, la igualdad jurídica, el 
derecho a la salud (psicológica y física) y la libertad 
reproductiva. 

Estableció que para entender de manera completa los 
contornos internos y externos del derecho a decidir referido, 
habría que recurrir al parámetro de regularidad constitucional de 
los derechos y principios constitucionales íntimamente 

relacionados con dicho derecho, tal como fueron desarrollados en 
la acción de inconstitucionalidad 148/2017 previamente citada, así 

como por diversos asuntos resueltos por la Suprema Corte. Así, 

expuso: ++++

A) Dignidad humana.
Al efecto, expuso que la dignidad humana es el fundamento, 

condición y base del resto de los derechos humanos reconocidos 
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constitucional y convencionalmente. Así, la dignidad humana como 

origen, esencia y fin de todos los derechos humanos establecidos en 

el artículo 1°. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, reconoce una calidad única y excepcional a todo ser 

humano por el simple hecho de serlo, cuya plena eficacia debe ser 

respetada y protegida integralmente sin excepción alguna.

Agregó que el Alto Tribunal ha sido claro en reconocer el valor 

superior de la dignidad humana, aceptando que en el ser humano 
hay una dignidad que debe ser respetada en todo caso, 
constituyéndose como el presupuesto esencial del resto de los 
derechos fundamentales en cuanto son necesarios para que los 

individuos desarrollen integralmente su personalidad, dentro de los 

que se encuentran, entre otros, el derecho a la vida, a la integridad 

física y psíquica, al honor, a la privacidad, al nombre, a la propia 

imagen, al libre desarrollo de la personalidad y al estado civil. 

Además, aun cuando estos derechos personalísimos no se 

enuncian expresamente en la Constitución Federal, están implícitos 

en nuestra Norma Fundamental, así como en los tratados 

internacionales suscritos por México y, en todo caso, deben 

entenderse como derechos derivados del reconocimiento al derecho 

a la dignidad humana, pues sólo a través de su pleno respeto podrá 

hablarse de un ser humano en toda su dignidad.

Acotó que el principio a la dignidad humana no puede ser 

inobservado o ignorado, ponderado o derrotado, pues tendría como 

consecuencia que la persona dejara de ser reconocida como tal, al 

grado de cosificársele, sin respetar sus decisiones, intenciones o 

manifestaciones de consentimiento. 

Por ello, es que la dignidad humana de la persona no puede 
ceder ante otro principio o derecho, pues esto privaría o limitaría 
la calidad de persona a un ser humano.

Precisó la Primera Sala que ese derecho fundamental 

constituye además una norma jurídica viva que no se identifica ni se 

confunde con un precepto meramente moral, sino que se proyecta en 

nuestro ordenamiento como un bien jurídico circunstancial al ser 

humano, merecedor de la más amplia protección jurídica, por el cual 

se establece el mandato constitucional a todas las autoridades, e 
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incluso particulares, de respetar y proteger la dignidad de todo 
individuo, entendida ésta –en su núcleo más esencial– como el 

interés inherente a toda persona, por el mero hecho de serlo, a ser 

tratada como tal y no como un objeto, a no ser humillada, degradada, 

envilecida o cosificada.

Además, precisó que la dignidad de la persona humana se 
apoya en dos pilares, la conciencia y la libertad, como punto de 
partida hacia la máxima realización del libre desarrollo de la 
personalidad singular.

Señaló la Primera Sala que en el caso específico de las 
mujeres y personas con capacidad de gestar, el Tribunal Pleno 

señaló en la acción de inconstitucionalidad 148/2017, que este 

derecho adquiere los matices connaturales a sus rasgos y a las 

características que las definen, de manera que su dignidad funge 
como precondición para que puedan decidir sobre sí mismas y 
su proyección hacia los demás.

Así, estableció que la maternidad como posibilidad exclusiva de 

la mujer y personas con capacidad de gestar no puede desvincularse 

de su dignidad que, “es un valor espiritual y moral inherente a la 
persona, que se manifiesta singularmente en la 
autodeterminación consciente y responsable de la propia vida y 
que lleva consigo la pretensión al respeto por parte de los 
demás”.

Agregó que la dignidad humana reconoce la especificidad de 

esas condiciones singulares y se funda en la idea central de que la 

mujer y las personas con capacidad de gestar pueden disponer 
libremente de su cuerpo y pueden construir su identidad y destino 

autónomamente, libres de imposiciones o transgresiones, por lo que 

se reconocen los elementos que las definen y el despliegue de las 

libertades mínimas para el desarrollo de su vida en plenitud.

Precisó que de lo contrario, es decir, considerar que las 

mujeres y personas gestantes no pueden disponer libremente de su 

cuerpo, ni construir libremente su identidad o destino, implicaría violar 

su dignidad y el reconocimiento que como seres humanos merecen 

por el simple hecho de serlo. En otras palabras, ello ocasionaría 

convertir a las mujeres y personas gestantes en simples objetos de 
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regulación y control, sin reconocer el valor intrínseco que toda 

persona tiene, deshumanizándolas. 

Reconocimiento que, además, no puede encontrarse limitado o 

condicionado en ningún momento, pues la dignidad es absoluta, por 

lo que tampoco puede renunciarse a la calidad de ser humano, ni 

puede pensarse que, para reconocer la dignidad de alguien más, 

debe ponderarse la de otra persona. 

B) Autonomía y libre desarrollo de la personalidad. 
En cuanto a este principio, la Primera Sala señaló que en la 

acción de inconstitucionalidad 148/2017, el Tribunal Pleno estableció 

que, dentro de la narrativa de la dignidad humana, tienen un rol 
protagónico la autonomía personal, el libre desarrollo de la 
personalidad y la protección del ámbito íntimo de las personas, 
pues consisten en la capacidad de elegir y materializar 
libremente planes de vida e ideales de excelencia humana, sin la 

intervención injustificada de terceros o del propio poder estatal.

Expuso que la Suprema Corte ha sostenido que la persona 
tiene derecho a elegir en forma libre y autónoma su proyecto de 
vida, así como la manera en que logrará las metas y objetivos 

que, para ella, son relevantes, de acuerdo con sus valores, ideas, 

expectativas, gustos, etcétera; que ante tales alcances, el libre 
desarrollo de la personalidad comprende, entre otras 
expresiones, la libertad de contraer matrimonio o no hacerlo; de 
procrear hijos y cuántos, o bien, decidir no tenerlos; de escoger 

su apariencia personal; su profesión o actividad laboral, así como la 

libre opción sexual, en tanto que todos estos aspectos son parte de la 

forma en que una persona desea proyectarse y vivir su vida y que, 

por tanto, sólo a ella corresponde decidir autónomamente.

Señaló que en ese mismo precedente, el Tribunal Pleno 

precisó que cuando se coloca la mira en el caso específico de la 

mujer y personas con capacidad de gestar y el ejercicio de su 
dignidad en la decisión de convertirse o no en madre, se añade 
el componente de la libertad que goza de establecer su proyecto 
de vida.
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Por tanto, conforme a la autonomía y al libre desarrollo de la 

personalidad, la decisión de la mujer y personas con capacidad de 

gestar de ser madre o no, está tutelada por los alcances de este 

derecho, a partir de que ellas son las únicas que por su intrínseca 

dignidad pueden decidir el curso que habrá de tomar su vida, de 
manera tal que debe reconocerse la existencia de un margen 
mínimo de decisión íntima de interrumpir o continuar su 
embarazo.

Agregó que lo anterior se encuentra ligado al concepto de 
libertad negativa, por el que el individuo no sólo es libre de 
hacer lo razonable o necesario, sino libre de hacer o dejar de 
hacer lo que quiera, sin intervenciones externas provenientes 
del Estado y de otros individuos, la cual conforma el contenido 

jurídico del derecho al libre desarrollo de la personalidad.

Sobre este punto concreto la Primera Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, señaló que la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos ha sostenido que: “... el artículo 11 de la 

Convención Americana requiere la protección estatal de los 

individuos frente a las acciones arbitrarias de las instituciones 

estatales que afectan la vida privada y familiar. Prohíbe toda 

injerencia arbitraria o abusiva en la vida privada de las personas, 

enunciando diversos ámbitos de la misma como la vida privada de 

sus familias. En ese sentido, la Corte ha sostenido que el ámbito de 

la privacidad se caracteriza por quedar exento e inmune a las 

invasiones o agresiones abusivas o arbitrarias por parte de terceros o 

de la autoridad pública ...”.

Expuso que el citado tribunal regional además señaló que “La 

protección a la vida privada abarca una serie de factores relacionados 

con la dignidad del individuo, incluyendo, por ejemplo, la capacidad 

para desarrollar la propia personalidad y aspiraciones, determinar su 

propia identidad y definir sus propias relaciones personales. El 

concepto de vida privada engloba aspectos de la identidad física y 

social, incluyendo el derecho a la autonomía personal, desarrollo 

personal y el derecho a establecer y desarrollar relaciones con otros 

seres humanos y con el mundo exterior. La efectividad del ejercicio 

del derecho a la vida privada es decisiva para la posibilidad de ejercer 
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la autonomía personal sobre el futuro curso de eventos relevantes 

para la calidad de vida de la personal.”

Puntualizó que en esa narrativa, la citada Corte Interamericana 

fue puntual en sostener que la decisión de ser o no madre es parte 
del derecho a la vida privada, subrayando que la efectividad del 
ejercicio de ese derecho es decisiva para la posibilidad de 
ejercer la autonomía personal sobre el futuro curso de eventos 
relevantes para la calidad de vida de la persona. Asimismo, que 

“... el derecho a la autonomía reproductiva está reconocido en el 

artículo 16 de la Convención para la Eliminación de Todas las Formas 

de Discriminación Contra la Mujer, y éste es vulnerado cuando se 

obstaculizan los medios a través de los cuales una mujer puede 

ejercer el derecho de controlar su fecundidad”.

Aunado a lo anterior, la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación señaló que el Tribunal Pleno ha sostenido que la 

integración de la autonomía personal, el libre desarrollo de la 

personalidad y la protección de la intimidad debe entenderse como 

una prerrogativa interdependiente del principio de una vida digna, 

específicamente en la posibilidad de edificar un proyecto de vida. 

Que este último concepto se deriva de una concepción amplia 

del derecho a la vida, articulado con derechos como la libertad y la 

autonomía, el cual ha sido desarrollado por la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos a propósito de los daños futuros que pueden 

causarse en una persona a través de la violación a sus derechos 

humanos. Ese órgano se pronunció con el alcance de que “el 

proyecto de vida atiende a la realización integral de la persona, 

vocación, aptitudes, circunstancias, potencialidades y aspiraciones, 

que le permiten razonablemente fijarse expectativas y acceder a 

ellas. 

Ante esa concepción que se comparte, se tiene que el proyecto 

de vida se asocia al concepto de realización personal sustentada en 

las opciones que una persona tenga para conducir su vida y alcanzar 

el destino que se propone, y demuestra la importancia de las 

expectativas que cada persona tiene para su vida de acuerdo con sus 

condiciones y su contexto”.
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Expuso la Primera Sala que en la acción de 

inconstitucionalidad 148/2017, se dijo que el derecho a decidir funge 

como instrumento para ejercer el libre desarrollo de la personalidad, 

la autonomía personal y la protección de la intimidad, de manera que 

le permite a la mujer o a la persona con capacidad de gestar, en 

relación con la posibilidad de ser madre, elegir quién quiere ser, pues 

no puede perderse de vista que, desde esta apreciación, se reconoce 

que en la maternidad subyace la noción de voluntad, de deseo de 

que la vida personal atraviese por tal faceta. 

En el seno de esta controversia debe partirse del 

reconocimiento de la individualidad e identidad de las mujeres y las 

personas con capacidad de gestar, de modo que ésta es la razón por 

la que la libertad se juzga tan personal, tan íntima, tan fundamental, 

lo que constituye la raíz de la obligación estatal de brindarle un 

ámbito de protección.

Por ello no tiene cabida, para anular el derecho a decidir, 
una postura de corte paternalista que apoye la idea de que las 
mujeres o las personas con capacidad de gestar necesitan ser 
“protegidas” de tomar ciertas decisiones sobre su plan de vida, 
salud sexual y reproductiva, pues ese acercamiento conlleva una 
desconsideración de la mujer y las personas con capacidad de 
gestar como seres racionales, individuales y autónomos, 
plenamente consciente de las decisiones que –conforme a su 
proyecto de vida– son las que consideran más convenientes.

Agregó que de igual manera, tampoco se puede adoptar una 

posición contraria a la laicidad del Estado Mexicano, que es la 

neutralidad del Estado ante el pluralismo de ideas y creencias, 

religiosas o no, por lo que el Estado laico no puede identificarse con 

una determinada ética o moral, ya sea que se trate de una idea 

confesional o no, haciéndola suya, y mucho menos utilizar 
controles estatales para limitar, reprimir o inhibir las libertades 
individuales que se identifican como parte de las convicciones 

personales. 

Es en ese contexto que, en el desempeño de la labor de 

impartir justicia, un Tribunal Constitucional se encuentra constreñido 

a velar por que los actos de la autoridad obedezcan a esta lógica en 
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un ámbito estrictamente laico y dentro del discurso de los derechos 

humanos.

Acotó la Primera Sala que sobre esto, en la acción de 

inconstitucionalidad 106/2018, el Tribunal Pleno señaló que la 

autonomía individual –como característica propia de las democracias 

constitucionales– constituye una esfera de inmunidad de la persona 

frente al Estado y la comunidad; un lugar de autopertenencia desde 

donde la persona humana construye su vida a partir de sus 

aspiraciones, deseos y posibilidades, en comunicación con el entorno 

y las determinantes estructurales ineludibles, surgidas de la posición 

que el orden social asigna a cada persona. 

Por tanto, el Estado estaría obligado no sólo a respetar la 
autonomía personal, sino a brindar las condiciones necesarias 
para que las personas sujetas a su jurisdicción decidan sobre su 
vida y aspiraciones entre las mejores opciones disponibles.

Así, en dicho precedente se entendió que la autonomía 

individual es la capacidad de decidir conforme a la propia ley, a 

obedecer las consideraciones, deseos, condiciones y características 

que expresan el ser auténtico, así como de elegir el plan de vida que 

se considere más valioso. La autonomía libera de la opresión de 

construirse en virtud de las consideraciones, deseos, condiciones o 

violencias impuestas por otras personas, la comunidad o el Estado.

Por ello, se determinó que en la autonomía se identifican dos 

importantes componentes. Por un lado, el reconocimiento de que 

existen ciertas decisiones que sólo competen a la persona respecto 

de sí misma (teñir el pelo, tatuajes o cirugías estéticas) y, por el otro, 

la aseveración de que estas decisiones deben estar libres de 

interferencia estatal o de otras interferencias auspiciadas o 

legitimadas indebidamente por el orden jurídico.

De esta manera, se estableció que las decisiones relacionadas 

con la capacidad reproductiva de las mujeres y personas gestantes 

corresponden a este ámbito privilegiado de decisiones, que van 

desde el derecho a recibir información en materia de reproducción 

hasta la posibilidad de interrumpir un embarazo, lo que abarca –

entonces– la elección de un método anticonceptivo y tener acceso a 

él; así como la posibilidad de beneficiarse de técnicas de 
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reproducción asistida o de participar en un proceso de gestación 

subrogada.

La Primera Sala también señaló que sin embargo, es lícito para 

la comunidad, en algunas ocasiones representada por el Estado, 

imponer ciertos límites a una producción “espontánea” de autonomías 

individuales en aras de garantizar una convivencia razonable entre 

sus integrantes. Respecto de lo cual destacó que es importante, sin 

embargo, delimitar el grado de intervención de la comunidad o el 

Estado que soporta la autonomía individual sin quedar anulada en 

aras de garantizar esa convivencia razonable entre sus integrantes o 

de conservar valores que conforman una determinada comunidad de 

juicio y sustentan la vigencia de una cierta sociedad.

Lo anterior pues, con fundamento en el principio de dignidad 
de las personas, el artículo 4o. constitucional protege el derecho 
de toda persona a decidir de manera libre e informada sobre el 
espaciamiento de los hijos. Esto implica la consagración 
Constitucional del derecho a la autonomía reproductiva. Este 
derecho incluye la elección y libre acceso a todas las formas de 
anticoncepción, a las técnicas de reproducción asistida y a la 
eventual interrupción del embarazo. Todas elecciones 

reproductivas que dan sentido al proyecto de vida de las personas 

como seres libres en el ámbito de un Estado moralmente plural y 

laico.

C) Igualdad jurídica. 
La Primera Sala expuso que realizar una apreciación en 

sentido contrario a lo que hasta ahora se ha manifestado, conforme a 

un canon que no reconozca a las mujeres y a las personas con 

capacidad de gestar con sus propias características y con su singular 

dignidad y el derecho a ejercer un plan de vida propio, conllevaría sin 

duda la transgresión de su derecho a la igualdad jurídica. Por este 

último motivo, el derecho a la igualdad constituye también pieza 

fundamental en la construcción del derecho a decidir, de la misma 

forma que los descritos hasta ahora.

Señaló que el Alto Tribunal ha sido enfático en la evolución de 

su línea jurisprudencial, en subrayar que el primer párrafo del artículo 
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4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que 

prevé la igualdad del hombre y la mujer frente a la ley y ordena al 

legislador que proteja la organización y el desarrollo de la familia, no 

versa sobre dar un trato idéntico o de prohibir el establecimiento de 

diferenciaciones, sino de lograr una igualdad real entre hombres y 

mujeres. 

Es así, que el derecho a la igualdad y no discriminación obliga 

a tomar en cuenta factores estructurales y contextuales, como las 

relaciones de subordinación en torno al género para analizar si el 

resultado del contenido o aplicación de normas, políticas, prácticas o 

programas, aparentemente neutros, generan un impacto 

desproporcionado en personas o grupos en situación de desventaja 

histórica.

Así, precisó que en la acción de inconstitucionalidad 148/2017, 

el Tribunal Pleno señaló que el reconocimiento del derecho a elegir 

tiene la pretensión de eliminar la posibilidad de que exista una 
discriminación basada en género en materia de maternidad y 

derechos reproductivos. Esto, al determinar, que se trata de 

reconocer que la mujer y las personas con capacidad de gestar 

pueden desplegar estos derechos desde sus propias características, 

en un plano de igualdad de género que privilegie la capacidad 

femenina (y las correspondientes a cualquier otra identidad de 

género) de tomar decisiones responsables sobre su plan de vida e 

integridad corporal, entendiendo por una problemática de género “... 

las identidades, las funciones y los atributos construidos socialmente 

de la mujer y el hombre y al significado social y cultural que la 

sociedad atribuye a esas diferencias biológicas, lo que da lugar a 

relaciones jerárquicas entre hombres y mujeres y a la distribución de 

facultades y derechos en favor del hombre y en detrimento de la 

mujer ...”.

Expuso que en el referido precedente el Tribunal Pleno señaló 

que “Es de la mayor importancia explicitar que una consideración 

diferente sobre la manera en que la mujer y las personas con 

capacidad de gestar ejercen este derecho, necesariamente implicaría 

afirmar que únicamente pueden desplegar su sexualidad para 

procrear, o bien, deben abstenerse completamente de este tipo de 
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actos, pues debe tenerse presente que aun el ejercicio de una 

sexualidad basada en el uso de métodos anticonceptivos supone una 

posibilidad –aunque sea mínima– de concebir; sin dejar de lado 

aquellos casos –cuantiosos en la realidad mexicana– en los cuales se 

carece de educación sexual o es difícil o imposible el acceso a 

métodos de control natal”. ++++

Asimismo, se señaló que el derecho a decidir se construye 

sobre la igualdad de género que supone la eliminación de los 

estereotipos que pueden asignarse a la mujer (o a las personas con 

capacidad de gestar) en relación con su disfrute del derecho a la 

sexualidad, como lo es el constructo social tradicional que empata los 

conceptos mujer y maternidad, para subrayar que esto último “no es 

destino, sino una acción que, para ejercerse a plenitud, requiere ser 

producto de una decisión voluntaria”.

De igual forma, se determinó que se trata también, de eliminar 

supuestos de hecho o jurídicos basados en una jerarquización social 

de supuesto orden biológico, es decir, se trata de incorporar una 

visión de no sometimiento o no dominación, que “... no tiene que ver 

con una concepción de la igualdad no formal, sino estructural y 

sustantiva, que considera fundamental incorporar datos históricos y 

sociales acerca del fenómeno del sometimiento integrante de un 

grupo que ha sido sistemáticamente excluido y sojuzgado”.

Precisó la Primera Sala que en el marco de estas 

consideraciones, el Tribunal Pleno advirtió la importancia de 

sospechar, preliminarmente, de normas o supuestos jurídicos de 

orden punitivo cuyo único destinatario natural es la mujer (y las 

personas con capacidad de gestar). En este tipo de casos los 

operadores jurisdiccionales deben ejecutar –sobre las pautas de un 

análisis con perspectiva de género– una labor escrupulosa a fin de 

identificar si, en su caso, el cimiento de regulaciones de esa 

naturaleza no tiene apoyo en alguno de los rasgos negativos 

descritos en los párrafos anteriores.

La ausencia de un reconocimiento de los elementos que 

definen a la mujer (y a las personas con capacidad de gestar), así 

como la carencia de instrumentos, como el derecho a decidir, 

supondrían la correlativa lesión a la igualdad de género, es decir, una 
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discriminación basada en prácticas o costumbres ancladas en 

concepciones que asignan un rol social a la mujer (o a las personas 

con capacidad de gestar) que anula su dignidad y la posibilidad de 

elegir un plan de vida autónomo e individual (lo que incluye la 

obligación de ser madre). Este tipo de cargas impuestas por la 

construcción de estereotipos redundan y se traducen en mecanismos 

que perpetúan el ejercicio de la violencia contra mujeres, niñas, 

adolescentes y personas con capacidad de gestar.

Expuso la Primera Sala que en el ámbito internacional, la 

Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer (también conocida como CEDAW, por 

sus siglas en inglés), establece, en su parte preliminar, que los 

Estados Partes condenan toda forma de discriminación basada en el 

género, y se comprometen a tomar medidas concretas para lograrlo, 

tales como consagrar la igualdad de género y de sexo en sus textos 

supremos, así como abolir todas aquellas leyes, costumbres y 

prácticas que redunden en acciones discriminatorias contra las 

mujeres. 

En su artículo 2 se plasma el compromiso de seguir –por todos 

los medios apropiados y sin dilaciones– una política encaminada a 

eliminar la discriminación contra la mujer; a lo que se debe sumar el 

deber de adoptar todas las medidas adecuadas, incluso de carácter 

legislativo, para modificar o derogar leyes, reglamentos, usos y 

prácticas que constituyan discriminación contra la mujer [inciso f) de 

la misma disposición], y la derogación de todas las disposiciones 

penales nacionales que constituyan discriminación contra la mujer 

[inciso g)]. ++++++++++3333

Agregó que en la Recomendación General 28 del Comité para 

la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, se estableció que 

el artículo 2 ya citado, obliga a los Estados parte a analizar sin 

dilación la situación jurídica y fáctica en la que se encuentran las 

mujeres y a tomar medidas e implementar políticas encaminadas a la 

erradicación de la discriminación, incluyendo medidas legislativas. 

Específicamente, en el párrafo 25 de este documento, se expresó 

que, en la tarea de eliminar la discriminación, la política deberá ser 

amplia porque debe comprender todas las esferas de la vida, tanto 
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económicas pública y privada, al igual que al ámbito doméstico, y 

asegurar que todos los Poderes del Estado (Ejecutivo, Legislativo y 

Judicial) y todos los niveles del gobierno asuman sus 

responsabilidades respectivas en cuanto a la aplicación. 

Expuso la Primera Sala que sobre el punto relativo a que las 

distintas formas de discriminación comprenden la violencia de 

género, esto también fue establecido en la Recomendación General 

19, con el alcance de que es un acto lesivo que afecta o nulifica el 

goce de los derechos humanos de las mujeres. De hecho, al 

desentrañar el artículo 2, inciso f), se precisó que los roles 

tradicionales y estereotipos perpetúan la violencia contra la mujer, 

pues dichas prácticas pueden llegar a justificar la violencia de género 

como una forma de protección de las mujeres, cuyo efecto es en 

detrimento de sus derechos humanos. 

Destacó que recientemente, dicha Recomendación 19 fue 

actualizada a través de la Recomendación General 35, con la 

finalidad de incluir el mensaje expreso de que la prohibición de 

violencia contra las mujeres ha evolucionado para convertirse en un 

principio del derecho internacional consuetudinario, así como para 

reconocer que las violaciones a los derechos sexuales y 

reproductivos de las mujeres, como la criminalización absoluta del 

aborto, son formas de violencia de género que en algunas 

circunstancias pueden llegar a constituir tratos crueles, inhumanos y 

degradantes, por lo cual, se exhortó a derogar todas las disposiciones 

que toleren violencia contra las mujeres; entre ellas, las que 

penalizan el aborto voluntario.

Agregó que en relación con lo anterior, en el Informe 

A/HRC/17/26 de la relatora especial sobre la violencia contra la 

mujer, sus causas y consecuencias, se observó que debe prestarse 

atención suficiente a las diferentes formas de violencia estructural, 

pues lo contrario llevaría a pasar por alto las formas en que se 

privilegian ciertos derechos sobre otros y los efectos negativos que 

ello tiene en las mujeres.

Lo anterior, aunado a que en su Informe A/74/137, se señaló 

que el maltrato y la violencia contra las mujeres en los servicios de 

salud reproductiva y durante la atención del parto forman parte de 
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una forma continuada de las violaciones que se producen en el 

contexto más amplio de la desigualdad estructural, la discriminación y 

el patriarcado, además de que son consecuencia de una falta de 

educación y formación y de la falta de respeto a la igual condición de 

la mujer y sus derechos humanos.

De igual manera, señaló la Primera Sala que en la 

Recomendación General 24 del Comité para la Eliminación de la 

Discriminación contra la Mujer se subrayó que es compromiso de los 

Estados eliminar la discriminación contra la mujer en lo que respecta 

a su acceso a los servicios de atención médica durante todo su ciclo 

vital, en particular en relación con la planificación de la familia, el 

embarazo, el parto y el periodo posterior al parto. De hecho, en la 

línea argumentativa de esta decisión, sostuvo que es deber de los 

Estados que todos los servicios de salud sean compatibles con los 

derechos humanos de la mujer, inclusive sus derechos a la 

autonomía, intimidad, confidencialidad, consentimiento y opción con 

conocimiento de causa.

Precisó que en el caso específico del Estado Mexicano, el 

mismo Comité, al emitir sus Observaciones Finales (siete de agosto 

de dos mil doce), en el rubro de principales ámbitos de preocupación 

y recomendaciones instó en trabajar para revertir la puesta en peligro 

del disfrute, por parte de la mujer, de su salud y derechos sexuales y 

reproductivos, y en general a cumplir con los mandatos de la 

Convención, en los rubros de violencia contra la mujer, educación, 

empleo, mujeres indígenas en zonas rurales, familia y relaciones 

matrimoniales. 

Que posteriormente, en las Observaciones Finales del 2018, 

dicho Comité recomendó que, de conformidad con las obligaciones 

que incumben al Estado parte en virtud de la Convención, en 

consonancia con la meta 5.1 de los Objetivos de Desarrollo 

Sostenible, que es poner fin a todas las formas de discriminación 
contra todas las mujeres y las niñas en todo el mundo, y teniendo 

en cuenta la labor positiva realizada por el Estado parte al aprobar 

otras leyes generales, se deroguen todas las disposiciones 

legislativas discriminatorias con las mujeres y las niñas, y armonice 
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las definiciones jurídicas y las sanciones relativas a los actos de 

discriminación y violencia contra las mujeres. 

Que de igual manera, en la Recomendación General 35 ya 

mencionada, del Comité para la Eliminación de la Discriminación 

contra la Mujer, se señaló que las violaciones de la salud y los 

derechos sexuales y reproductivos de la mujer, como la esterilización 

forzada, el aborto forzado, el embarazo forzado, la tipificación como 
delito del aborto, la denegación o postergación del aborto sin riesgo 

y la atención posterior al aborto, la continuación forzada del 

embarazo y el abuso y el maltrato de las mujeres y las niñas que 

buscan información sobre salud, bienes y servicios sexuales y 

reproductivos, “son formas de violencia por razón de género que, 

según las circunstancias, pueden constituir tortura o trato cruel, 

inhumano o degradante”. Y así, en el mismo documento, recomendó, 

entre otras cosas, derogar las disposiciones que penalicen el aborto 

(párrafo 161).

Asimismo, que el Comité de Derechos Humanos de las 

Naciones Unidas, en sus Observaciones Finales a México sobre el 

examen de los informes presentados por los Estados partes en virtud 

del artículo 40 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 

observó con preocupación la persistencia de la violencia contra la 

mujer, incluida la tortura y los malos tratos, la violación y otras formas 

de violencia sexual, señalando que el Estado Mexicano debe 

intensificar aún más sus esfuerzos para combatir la violencia contra la 

mujer, incluso abordando las causas profundas de este problema, 

debiendo, en particular, tomar medidas preventivas y de 

sensibilización y poner en marcha campañas educativas para 

cambiar la percepción del papel de la mujer en la sociedad (párrafo 

162).

Puntualizó la Primera Sala que en esta línea, el Comité sobre 

los Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha señalado que 

para suprimir la discriminación contra la mujer, se deben atender los 

problemas que existen en cuanto a su derecho a la salud a lo largo 

de toda su vida, mediante la implementación de una estrategia que 

busque mirar la prevención y el tratamiento de enfermedades que 

afectan a la mujer, así como políticas encaminadas a proporcionar a 
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la mujer acceso a una gama completa de atenciones de la salud de 

alta calidad y al alcance de ella, incluidos los servicios en materia 

sexual y reproductiva. Esto, buscando reducir los riesgos que afectan 

a la salud de la mujer, en particular la reducción de las tasas de 

mortalidad materna.

Señaló que en el ámbito regional, la Convención 

Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 

Contra la Mujer (Convención Belem do Pará), dispone que “violencia 

contra la mujer” es “cualquier acción o conducta, basada en su 

género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o 

psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado”, 

mientras que en su artículo 6 estipula el derecho de las mujeres a ser 

libres de cualquier tipo de discriminación, del texto siguiente:

“Artículo 6 El derecho de toda mujer a una vida libre de 
violencia incluye, entre otros: 

a.- el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de 
discriminación, y 

b.- el derecho de la mujer a ser valorada y educada 
libre de patrones estereotipados de comportamiento y 
prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de 
inferioridad o subordinación.”

Asimismo, la Primera Sala manifestó que por otro lado, la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, en el Caso González y Otras 

Vs. México (Campo Algodonero), señaló que “un estereotipo de 

género se refiere a una pre-concepción de atributos o características 

poseídas o papeles que son o deberían ser ejecutados por hombres y 

mujeres respectivamente” (punto 401); y en concordancia con ello, la 

Corte estableció que los estereotipos no pueden ser recogidos por 

normas e instituciones del Estado, toda vez que los mismos son 

discriminatorios en contra de la mujer y fungirían como mecanismos 

de violencia en contra de ésta.

Señaló que ese mismo Tribunal Regional, al resolver el Caso 

de Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México, 

enfatizó que el artículo 7 de la Convención de Belém do Pará alcanza 

a todas las esferas de actuación del Estado, incluyendo la legislativa, 

de manera que impone la obligación de formular normas jurídicas y 

diseñar políticas públicas destinadas a combatir toda forma de 

violencia contra la mujer, lo que requiere aplicar medidas que 
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erradiquen los perjuicios, los estereotipos y las prácticas que generen 

violencia por razón de género.

Concretamente, estableció que la exigencia derivada de esa 

norma internacional “requiere la formulación de normas jurídicas y el 

diseño de políticas públicas, instituciones y mecanismos destinados a 

combatir toda forma de violencia contra la mujer, pero también 

requiere la adopción y aplicación de medidas para erradicar los 

prejuicios, los estereotipos y las prácticas que constituyen las causas 

fundamentales de la violencia por razón de género contra la mujer” 

(punto 215; Caso de Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco 

Vs. México).

Precisó que en el propio marco jurídico nacional, se tiene que 

la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia (en cuyo artículo 4 se establecen como principios rectores 

la igualdad jurídica entre la mujer y el hombre; el respeto a la 

dignidad humana de las mujeres; la no discriminación, y la libertad de 

las mujeres), se expresa que deberá entenderse por violencia de 

género cualquier acción u omisión, basada en ese rasgo, que les 

cause daño o sufrimiento psicológico, físico, patrimonial, económico, 

sexual o la muerte tanto en el ámbito privado como en el público 

(artículo 5, fracción IV). 

Así, concluyó que salvo que se pretenda la anulación de la 
igualdad jurídica de la mujer y de las personas con capacidad de 
gestar, mediante la imposición de medidas que eliminen por 
completo su derecho a decidir, es indispensable reconocer su 
autonomía para tener un margen mínimo de elección en relación 
con mantener el proceso de vida en gestación o interrumpirlo. 

Destacó que el mandato de igualdad jurídica del hombre y la 

mujer ante la ley, conforme a lo dicho, se traduce en que, frente a 

supuestos que garanticen que la mujer quedará sujeta a un ámbito de 

vida no elegido –y que impliquen que no podrá desempeñarse de la 

misma forma que los hombres– y otro en la que ella podrá contar con 

mayores oportunidades, se debe preferir este último.

Enfatizó que conforme a estas bases, el Tribunal Pleno advirtió 

que no cabe duda de que es un deber del Estado Mexicano eliminar 

los estereotipos que puedan traducirse en violencia de género; los 
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textos normativos, internacionales y nacionales, son coincidentes en 

la importancia de incluir como pilar y fundamento del derecho a 

decidir, la prerrogativa de las mujeres a no ser víctimas de 

discriminación por género pues, desde su individualidad le imprime 

una fuerza categórica de origen a la posición de las mujeres en la 

sociedad. ++++++4444444+ 

D) Derecho a la salud (psicológica y física) y libertad 
reproductiva.

Expuso la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación que de este conjunto de elementos que forman parte de la 

prerrogativa que asiste a la mujer y a las personas con capacidad de 

gestar de elegir convertirse o no en madres, conforme a la naturaleza 

del estado psicológico y corporal en que esto se traduce, cobra 

especial importancia atender la fuerza que transmite el derecho a la 

salud en la construcción de la libertad de decidir. 

Al respecto, la Primera Sala destacó que en el amparo en 
revisión 1388/2015 desarrolló estándares sobre el derecho a la 
salud y su relación con otros derechos, en el marco de la 
interrupción del embarazo. Estándares que fueron retomados 
por la acción de inconstitucionalidad 148/2017 y que expuso en 
la ejecutoria del Amparo en revisión  ******* que sirve de 
lineamiento a esta sentencia.

Así, transcribió el artículo 4o. de la Constitución Federal 

establece que:

“... Toda persona tiene derecho a la 
protección de la salud. La Ley definirá las bases y 
modalidades para el acceso a los servicios de salud 
y establecerá la concurrencia de la Federación y 
las entidades federativas en materia de salubridad 
general, conforme a lo que dispone la fracción XVI 
del artículo 73 de esta Constitución.”

Señaló que en distintos precedentes tanto adoptados en Pleno 

como en Salas, la Suprema Corte de Justicia ha considerado que el 

derecho a la salud debe interpretarse a la luz del artículo 4o. 

constitucional y con diversos instrumentos internacionales, para dar 

lugar a una unidad normativa. Incluso ha hecho suyas Observaciones 
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Generales de Naciones Unidas en relación con la materia. Dicha 

interpretación es acorde con el artículo 1o. Constitucional y con el 

parámetro de regularidad constitucional. 

En esos precedentes, la Suprema Corte de Justicia también ha 

aceptado que el derecho a la salud es el “derecho de toda persona al 

disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental” y es 

justiciable en distintas dimensiones de actividad.

El artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales establece:

“1. Los Estados Partes en el presente pacto 
reconocen el derecho de toda persona al disfrute del 
más alto nivel posible de salud física y mental.

2. Entre las medidas que deberán adoptar los 
Estados Partes en el pacto a fin de asegurar la plena 
efectividad de este derecho, figurarán las necesarias 
para:

a) La reducción de la mortinatalidad y de la 
mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los niños;

b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la 
higiene del trabajo y del medio ambiente;

c) La prevención y el tratamiento de las 
enfermedades epidémicas, endémicas, profesionales y 
de otra índole, y la lucha contra ellas; 

d) La creación de condiciones que aseguren a 
todos asistencia médica y servicios médicos en caso de 
enfermedad.”

Precisó la Primera Sala que según la Observación General 14, 

emitida por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales, el apartado a) del párrafo 2 del artículo 12 del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales debe 

interpretarse en el sentido de que es preciso adoptar medidas para 

mejorar la salud infantil y materna, los servicios de salud sexuales y 

genésicos, incluido el acceso a la planificación de la familia, la 

atención anterior y posterior al parto, los servicios obstétricos de 

urgencia y el acceso a la información, así como a los recursos 

necesarios para actuar con arreglo a esa información. 

Que al resolver el amparo en revisión 237/2014, la Primera 

Sala afirmó, en la tesis que derivó del asunto en cuestión, que la 

protección de la salud es un objetivo que legítimamente puede 

perseguir el Estado, toda vez que se trata de un derecho fundamental 
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reconocido en el artículo 4o. constitucional, en el cual se establece 

expresamente que toda persona tiene derecho a la protección de la 

salud y también dijo que es claro, entonces, que el Estado tiene un 

interés constitucional en procurarles a las personas en lo individual un 

adecuado estado de salud y bienestar.

Asimismo, transcribió el artículo 10 del Protocolo Adicional a la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales –Protocolo de San 

Salvador– que establece:

“1. Toda persona tiene derecho a la salud, 
entendida como el disfrute del más alto nivel de bienestar 
físico, mental y social.”

Al igual que el artículo 12 de la Convención para la Eliminación 

de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, que prevé: 

“1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas 
apropiadas para eliminar la discriminación contra la 
mujer en la esfera de la atención médica a fin de 
asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y 
mujeres, el acceso a servicios de atención médica, 
inclusive los que se refieren a la planificación de la familia.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 supra, 
los Estados Partes garantizarán a la mujer servicios 
apropiados en relación con el embarazo, el parto y el 
periodo posterior al parto, proporcionando servicios 
gratuitos cuando fuere necesario, y le asegurarán una 
nutrición adecuada durante el embarazo y la lactancia.”

Señaló que acerca del contenido y alcance del derecho 

fundamental a la salud, la Primera Sala también ha dicho que: 

“... en congruencia con lo establecido por el 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 
las Naciones Unidas, el derecho a la salud debe 
entenderse como una garantía fundamental e 
indispensable para el ejercicio de los demás derechos 
humanos y no sólo como el derecho a estar sano. Así, el 
derecho a la salud entraña libertades y derechos, entre 
las primeras, la relativa a controlar la salud y el cuerpo, 
con inclusión de la libertad sexual y genésica, y el 
derecho a no padecer injerencias, torturas, tratamientos 
o experimentos médicos no consensuales; y entre los 
derechos, el relativo a un sistema de protección de la 
salud que brinde a las personas oportunidades iguales 
para disfrutar del más alto nivel posible de salud. [:..]de 
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ahí que el derecho a la salud debe entenderse como un 
derecho al disfrute de toda una gama de facilidades, 
bienes, servicios y condiciones necesarios para alcanzar 
el más alto nivel posible de salud.”
 

Señaló que sobre las obligaciones del Estado, el artículo 1o. 

constitucional prevé que todas las autoridades tienen la obligación de 

respeto, garantía y protección en relación con los derechos humanos. 

En específico, destacó que en la acción de inconstitucionalidad 

148/2017, se subrayó la decisión del Tribunal Pleno sobre los tres 

tipos de obligaciones derivadas del derecho a la salud: de respeto, 

protección y cumplimiento (garantía). Dichas obligaciones 
garantizan “pretensiones en términos de disponibilidad, 
accesibilidad, no discriminación, aceptabilidad y calidad de los 
servicios de salud”.

Agregó que dichos elementos que además están 
interrelacionados –tal como afirma la doctrina de esta Suprema 
Corte, que retoma en este punto la Observación General 14 del 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales– son los 
siguientes:

• DISPONIBILIDAD: Cada Estado Parte deberá contar con 
un número suficiente de establecimientos, bienes y servicios 
públicos de salud y centros de atención de la salud ... Con todo, 
esos servicios incluirán los factores determinantes básicos de la 
salud, como agua limpia potable y condiciones sanitarias 
adecuadas, hospitales, clínicas y demás establecimientos 
relacionados con la salud, personal médico y profesional 
capacitado y bien remunerado habida cuenta de las condiciones 
que existen en el país, así como los medicamentos esenciales 
definidos en el Programa de Acción sobre medicamentos 
esenciales de la OMS.

• ACCESIBILIDAD: Los establecimientos, bienes y 
servicios de salud deben ser accesibles a todos, sin 
discriminación alguna, dentro de la jurisdicción del Estado Parte. 
La accesibilidad presenta cuatro dimensiones:

a.- No discriminación: los establecimientos, bienes y 
servicios de salud deben ser accesibles, de hecho y de derecho, 
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a los sectores más vulnerables y marginados de la población, 
sin discriminación alguna por cualquiera de los motivos 
prohibidos.

b. Accesibilidad física: los establecimientos, bienes y 
servicios de salud deberán estar al alcance geográfico de todos 
los sectores de la población, en especial los grupos vulnerables 
o marginados, como las minorías étnicas y poblaciones 
indígenas, las mujeres, los niños, los adolescentes, las personas 
mayores, las personas con discapacidades y las personas con 
VIH/SIDA. La accesibilidad también implica que los servicios 
médicos y los factores determinantes básicos de la salud, como 
el agua limpia potable y los servicios sanitarios adecuados, se 
encuentran a una distancia geográfica razonable, incluso en lo 
que se refiere a las zonas rurales. Además, la accesibilidad 
comprende el acceso adecuado a los edificios para las personas 
con discapacidad.

c. Accesibilidad económica (asequibilidad): los 
establecimientos, bienes y servicios de salud deberán estar al 
alcance de todos. Los pagos por servicios de atención de la 
salud y servicios relacionados con los factores determinantes 
básicos de la salud deberán basarse en el principio de la 
equidad, a fin de asegurar que esos servicios, sean públicos o 
privados, estén al alcance de todos, incluidos los grupos 
socialmente desfavorecidos. La equidad exige que sobre los 
hogares más pobres no recaiga una carga desproporcionada, en 
lo que se refiere a los gastos de salud, en comparación con los 
hogares más ricos.

d. Acceso a la información: ese acceso comprende el 
derecho de solicitar, recibir y difundir información e ideas acerca 
de las cuestiones relacionadas con la salud. Con todo, el acceso 
a la información no debe menoscabar el derecho de que los 
datos personales relativos a la salud sean tratados con 
confidencialidad.

• ACEPTABILIDAD: Todos los establecimientos, bienes y 
servicios de salud deberán, entre otras cosas, ser sensibles a 
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los requisitos del género y el ciclo de vida, y deberán estar 
concebidos para mejorar el estado de salud de las personas de 
que se trate.

• CALIDAD: Además de aceptables, desde el punto de vista 
cultural, los establecimientos, bienes y servicios de salud 
deberán ser también apropiados desde el punto de vista 
científico y médico y ser de buena calidad. Esto implica contar 
con personal médico capacitado, medicamentos y equipo 
hospitalario científicamente aprobados y en buen estado, agua 
limpia potable y condiciones sanitarias adecuadas.

Asimismo, señaló la Primera Sala que de igual manera, el 

parámetro de regularidad constitucional del derecho a la salud exige 

el cumplimiento de deberes concretos a las autoridades del Estado, 

pues se ha establecido que la salud es un bien público cuya 

protección está a cargo del Estado. Así, expuso que este derecho 

impone, por un lado, deberes complejos a todos los poderes públicos 

dentro del Estado, desde la Legislatura y la administración, hospitales 

públicos y su personal médico, hasta los tribunales y, por otro lado, 

impone deberes a los particulares, como las médicas y los médicos, 

hospitales privados, empleadores y administradores de fondos de 

pensiones y jubilaciones.

Destacó que tal como se determinó en la acción de 

inconstitucionalidad 148/2017, estos mandatos específicos se 

enmarcan en las obligaciones generales y deberes asignados por la 

Constitución a todas las autoridades en el ámbito de sus respectivas 

competencias cuando de derechos humanos se trata. 

Agregó que según la Observación General 14 del Comité de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la obligación de 

respetar el derecho a la salud implica no negar o limitar el acceso 

igual de todas las personas, a los servicios de salud preventivos, 

curativos y paliativos, y abstenerse de imponer prácticas 

discriminatorias en relación con el estado de salud y las necesidades 

de las mujeres y las personas gestantes; asimismo los Estados 

deben tener en cuenta los actos de violencia desde la perspectiva de 

género. +++++++++++++ 55555555
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Que la obligación de cumplir o garantizar requiere en particular 

que los Estados adopten medidas positivas que permitan y ayuden a 

los particulares y a las comunidades a disfrutar del derecho a la 

salud; requiere que los Estados emprendan actividades para 

promover, mantener y restablecer la salud de la población, y exige 

que las autoridades adopten medidas apropiadas en todos sus 

ámbitos de acción para hacer plenamente efectivo el derecho a la 

salud.

Continuó señalando que incumpliendo con las obligaciones 

anteriores, cuando se deniega el acceso a los establecimientos, 

bienes y servicios de salud a determinadas personas o grupos de 

personas como resultado de la discriminación de iure o de facto o 

bien cuando existe una legislación o adopción de políticas que 

afectan desfavorablemente al disfrute de cualquiera de los 

componentes del derecho a la salud. 

De igual manera, cuando no se reducen las tasas de 

mortalidad infantil y materna, los Estados incumplen con su 
obligación de garantizar y respetar el derecho a la salud.

Asimismo, que de acuerdo con el parámetro de regularidad 

constitucional del derecho a la salud y su protección, no basta con 

tener libertad para adoptar, autónomamente, las decisiones acerca de 

la propia salud, es fundamental poder ejecutarlas adecuadamente, 

sobre todo cuando vivimos en sociedades desiguales donde las 

personas enfrentan mayores obstáculos para acceder siquiera a los 

servicios básicos de salud debido a su pertenencia a grupos 

históricamente desaventajados como las niñas, adolescentes, 

personas indígenas, personas con discapacidad, migrantes, entre 

otros colectivos en situación de marginación.

Agregó que el Tribunal Pleno ha dicho que las decisiones 
sobre la propia salud, como terminar un embarazo, no pueden 
ser interferidas arbitrariamente y, además, debe existir toda la 

infraestructura para poder llevarla a cabo: servicios médicos seguros, 

disponibles, accesibles, aceptables, asequibles, respetuosos y de 

calidad. Un aborto en condiciones no apropiadas coloca en 
indeseable riesgo la salud de las mujeres y las personas 
gestantes, las somete a la actuación arbitraria del personal de 
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salud y a la amenaza de la prisión si fuera necesario que acudan 
a un servicio de atención médica para resolver eventuales 
complicaciones derivadas de un aborto, incluso cuando se trata 
de un aborto espontáneo.

Señaló que en consecuencia, correspondería al Estado 

garantizar el acceso oportuno a estos servicios como parte del 

derecho a disfrutar de toda una gama de facilidades, bienes, servicios 

y condiciones necesarios para alcanzar el más alto nivel posible de 

salud. Respecto del derecho a la salud, la obligación del Estado de 

proveer acceso razonable y equitativo a servicios seguros de 

interrupción del embarazo se basaría, por ejemplo, en la necesidad 

de evitar que las decisiones autónomas de las mujeres y personas 

gestantes afecten adversamente su salud, colocando en riesgo su 

bienestar físico, mental o social, como resultado de la práctica 

inadecuada o peligrosa de un aborto.

Precisó que sobre esto, el Comité para la Eliminación de la 

Discriminación contra la Mujer, en sus Observaciones Finales para el 

Estado Mexicano en 2018 señaló que, en el ámbito de salud, está 

preocupado por las disposiciones de las leyes penales estatales que 

restringen el acceso al aborto legal y siguen obligando a las mujeres 

y a las niñas a someterse a abortos en condiciones de riesgo que 

ponen en peligro su salud y su vida, lo que se encuentra relacionado 

con lo dispuesto en su Recomendación General 19 en la que el 

Comité mencionado recomendó a los Estados parte a asegurar que 

se tomen medidas para impedir la coacción con respecto a la 

fecundidad y la reproducción, y para que las mujeres no se vean 

obligadas a buscar procedimientos médicos riesgosos, como abortos 

ilegales, por falta de servicios apropiados en materia de control de 

natalidad.

Agregó la Primera Sala que en relación con lo anterior, la 

Asamblea Mundial de la Salud desde 1967 identificó al aborto 

inseguro como un problema serio de salud pública en muchos países, 

siendo éste una causa prevenible de mortalidad y morbilidad 

maternas, la cual puede y debe prevenirse mediante la educación 

sexual, la planificación familiar, los servicios para un aborto sin 

riesgos en la medida que lo permita la ley y la atención posterior al 
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aborto en todos los casos. Siendo uno de los componentes clave de 

la estrategia de salud reproductiva global de la OMS eliminar el 

aborto inseguro. Componente que se basa en la protección y 

cumplimiento de los derechos humanos, entre los que se encuentra el 

derecho de todas las personas de acceder al mayor estándar de 

salud posible; el derecho básico de todas las parejas e individuos de 

decidir libre y responsablemente el número de hijos que desean 

tener, el intervalo entre ellos y el momento de tenerlos, y de acceder 

a la información y los medios para hacerlo; el derecho de las mujeres 

de tener el control y decidir libre y responsablemente sobre temas 

relacionados con su sexualidad, incluyendo la salud sexual y 

reproductiva, sin coerción, discriminación ni violencia; el derecho de 

los hombres y mujeres de elegir a su esposo y casarse sólo de libre y 

pleno consentimiento; el derecho de acceder a la información de 

salud relevante; y el derecho de cada persona de disfrutar los 

beneficios de los avances científicos y sus aplicaciones.

Asimismo, la Primera Sala expuso que la salud entendida en 
términos amplios supone una comprensión adecuada de los 
conceptos de bienestar y proyecto de vida. Desde esta 
perspectiva, el derecho a la salud es interdependiente de los 
derechos a la libertad, la autonomía y el libre desarrollo de la 
personalidad, cuya relación se concreta, por tanto, en los 
derechos a tomar decisiones sobre la propia salud y sobre el 
propio cuerpo.

Que por ejemplo, para el relator especial para el derecho de 

toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y 

mental: “En el contexto de la salud sexual y la salud reproductiva, 

entre las libertades figura el derecho a controlar la propia salud y el 

propio cuerpo”; que esto significa que cuando la continuación del 

embarazo afecta la salud de la mujer, en su dimensión física, mental 

o social, la posibilidad de optar por su terminación es un ejercicio de 

sus derechos a la libertad, la autonomía y el libre desarrollo de la 

personalidad.

Agregó que de la misma manera que sucede en otros ámbitos 

de la salud cuando se trata de tomar decisiones sobre otras 

intervenciones: por ejemplo, las cirugías de carácter invasivo, donde 
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la decisión tomada por un paciente acerca de la atención médica que 

desea recibir obliga a las y los profesionales de la salud a respetarla, 

la opción de las mujeres de interrumpir un embarazo cuando éste 

supone un riesgo para la preservación o consecución de su salud 

también merece respeto. 

Concluyó que por ello, respecto de los derechos sexuales 
y reproductivos, con fundamento en el principio de dignidad de 
las personas y sus derechos a la autonomía e intimidad, uno de 
sus componentes esenciales lo constituye el derecho de las 
mujeres a la autodeterminación reproductiva, protegida 
esencialmente por el artículo 4o. de nuestra Constitución. La 
decisión de ser madre o no tiene que ser adoptada de manera 
informada, no puede ser impuesta externamente, ni provocar 
una carga desproporcionada.

Señaló que ese concepto se encuentra íntimamente 

relacionado con las obligaciones positivas por parte de los Estados 

de preservar la vida y generar condiciones de vida digna. Esta noción 

excede el sentido biológico de la vida e incluye elementos de 

bienestar y elementos subjetivos relacionados con la determinación 

de un proyecto de vida individual.

Que el derecho a la vida digna debe ser entendido no sólo 

como el derecho al mantenimiento de la vida en su acepción 

biológica, sino como el derecho a (I) la autonomía o posibilidad de 

construir el “proyecto de vida” y de determinar sus características 

(vivir como se quiere); (II) ciertas condiciones materiales concretas de 

existencia (vivir bien); y, (III) la intangibilidad de los bienes no 

patrimoniales, integridad física e integridad moral (vivir sin 

humillaciones).

Precisó que el concepto de “proyecto de vida” ha sido 
desarrollado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
a propósito de los daños futuros que pueden causarse en una 
persona a través de la violación de sus derechos humanos: 

“... el denominado ‘proyecto de vida’ atiende a la 
realización integral de la persona afectada, 
considerando su vocación, aptitudes, circunstancias, 
potencialidades y aspiraciones, que le permiten fijarse 
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razonablemente determinadas expectativas y acceder a 
ellas. 

... El ‘proyecto de vida’ se asocia al concepto de 
realización personal, que a su vez se sustenta en las 
opciones que el sujeto puede tener para conducir su vida 
y alcanzar el destino que se propone. En rigor, las 
opciones son la expresión y garantía de la libertad. 
Difícilmente se podría decir que una persona es 
verdaderamente libre si carece de opciones para 
encaminar su existencia y llevarla a su natural 
culminación. Esas opciones poseen, en sí mismas, un alto 
valor existencial. Por lo tanto, su cancelación o 
menoscabo implican la reducción objetiva de la libertad 
y la pérdida de un valor que no puede ser ajeno a la 
observación de esta Corte.”

Recalcó que “proyecto de vida” atiende, entonces, a la 
realización integral de la persona, considerando su vocación, 
aptitudes, circunstancias, potencialidades y aspiraciones, que le 
permiten razonablemente fijarse expectativas y acceder a ellas. 

El “proyecto de vida” se asocia al concepto de realización personal 

sustentada en las opciones que una persona tenga para conducir su 

vida y alcanzar el destino que se propone. 

Precisó que el concepto de “proyecto de vida” demuestra la 

importancia de las expectativas que cada persona tiene para su vida 

de acuerdo con sus condiciones y su contexto, y tiene como 

fundamento la autodeterminación de cómo cada una quiere vivir su 

vida. 

El proyecto de vida se puede afectar con la continuación 
de un embarazo que representa riesgo para la salud al perjudicar 
efectivamente la salud o la vida o, simplemente, por resultar 
incompatible con dicho proyecto. 

Por tanto, negar el acceso a la interrupción del embarazo 

cuando existe riesgo para la salud de las mujeres, además de los 

diferentes tipos de daño que puede causar, trastoca sus expectativas 

sobre su bienestar futuro. Además, las distorsiones del proyecto de 

vida individual también condicionan afectaciones a la salud de las 

mujeres. 

Que la relación específica entre salud, bienestar e interrupción 

del embarazo reconoce la posibilidad de acceder a una interrupción 
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del embarazo, que sea segura, como una circunstancia que 

contribuye al bienestar de las mujeres, no sólo en aquellos casos 
en los que su integridad física se encuentre en riesgo, sino 
también cuando la continuación del embarazo se presenta como 
incompatible con su proyecto de vida. La afectación del bienestar 

es, en consecuencia, una afectación a la protección de su salud: “... 

Si se tomase realmente en cuenta la definición de salud como un 

asunto de bienestar, en este caso para [las] mujeres, los indicadores 

de bienestar mostrarían el beneficio del acceso al aborto seguro 

sobre la salud”.

Que el derecho al más alto nivel posible de salud implica que 

los estándares de bienestar son individuales y que no pueden ser 

definidos con indicadores inflexibles. El derecho a la salud se vincula 

con el derecho a la autonomía al aceptar que tales estándares de 

bienestar deben ser definidos por las mujeres, especialmente cuando 

se trata de servicios que ellas requieren, teniendo a disposición todas 

las condiciones que les permitan acceder a dichos estándares: 

servicios seguros y de calidad, información, respeto y 

confidencialidad.

La Primera Sala señaló que en criterio del Tribunal Pleno y que 

refirió compartir, observar el derecho a la salud desde la perspectiva 

del bienestar, permite comprender cómo el embarazo puede afectar 

la salud de las mujeres no sólo en aquellos casos en los que les 

causa una enfermedad física, sino también en aquellos casos en los 

que se afecta su bienestar, incluido aquello que para cada mujer 

signifique estar bien. El concepto de bienestar incluye no sólo la 

cantidad de vida, sino, particularmente, la calidad de esa vida, y lo 

que sienten las mujeres en relación con su bienestar. Esta 

aproximación reconoce la importancia de la percepción y 

conocimiento que tienen las mujeres sobre sí mismas y sobre lo que 

pueden o no asumir o sobrellevar. Este reconocimiento se basa en el 

respeto de sus derechos a la dignidad y a la autonomía, que se 

expresan, entre otras cosas, en la libre toma de decisiones sobre su 

salud de acuerdo con su proyecto de vida. 

Señaló que de la misma manera en que se expuso para los 

puntos previos, queda claro que la relación específica entre salud y 
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derechos reproductivos forman parte de un todo cuyo centro de 

acción son las mujeres y las personas con capacidad de gestar, 

puesto que se vincula de forma intrínseca con los atributos 

relacionados con el ejercicio de su propio plan de vida y la 

conducción de éste a través de la protección y búsqueda del más 

amplio bienestar en un marco de igualdad jurídica. +++++++ 6666666

E) Derecho a decidir y sus implicaciones específicas en el 
aborto.

Al abordar el principio enunciado, señaló la Primera Sala que 

queda claro que, existen decisiones que no pueden ser intervenidas 

por el Estado arbitrariamente, como lo es decidir continuar o 

interrumpir un embarazo y acceder libremente a un procedimiento 

para ello –íntimamente relacionado con la dignidad humana, el libre 

desarrollo de la personalidad, el derecho a la igualdad y no 

discriminación, así como el derecho a la salud–; sin embargo, ese 

derecho ha sido delimitado por esta Suprema Corte en razón del 

aborto, en virtud de que, así como existe el deber constitucional de 

proteger el derecho a decidir de las mujeres y personas gestantes 

sobre su maternidad, también existe un deber de protección del bien 

constitucional del no nacido.

Que en la acción de inconstitucionalidad 148/2017, el Tribunal 

Pleno hizo dos precisiones sobre la protección constitucional al no 

nacido. Por un lado, recordó lo señalado al resolver la acción de 

inconstitucionalidad 146/2007 y su acumulada 147/2007, sobre que 

“... del hecho de que la vida sea una condición necesaria de la 
existencia de otros derechos no se puede válidamente concluir 
que debe considerarse a la vida como más valiosa que 
cualquiera de esos otros derechos. En otros términos, podemos 
aceptar como verdadero que si no se está vivo no se puede 
ejercer ningún derecho, pero de ahí no podríamos deducir que el 
derecho a la vida goce de preeminencia frente a cualquier otro 
derecho. Aceptar un argumento semejante nos obligaría a 
aceptar también, por ejemplo, que el derecho a alimentarse es 
más valioso e importante que el derecho a la vida porque lo 
primero es una condición de lo segundo.”
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Que por el otro, determinó que en lo relativo a identificar el 

momento en que inicia la vida humana, “... no existe unanimidad en 

los criterios éticos, morales, filosóficos, científicos y legales sobre el 

momento a partir del cual empieza la vida humana y el momento a 

partir del cual debe protegerse por el Estado, sustentándose 

afirmaciones encontradas entre sí ...”.

Expuso que posteriormente, analizó el marco normativo 

nacional e internacional sobre la protección al no nacido, y determinó 

que el nasciturus escapa a la noción de persona como titular de 

derechos humanos, de modo que el ejercicio de éstos está 

determinado a partir del nacimiento. Asimismo, que el régimen 

jurídico no establece la protección del derecho a la vida desde la 

concepción. Sin embargo, precisó que lo anterior de ninguna manera 

se traduce en que el embrión o feto carezca de un delimitado ámbito 

de protección, por el contrario, reconoció una cualidad intrínseca en 

el nasciturus, con un valor que se asocia a sus propias características 

en tanto se trata de la expectativa de un ser –con independencia del 

proceso biológico en el que se encuentre– y cuyo desarrollo es 

constante conforme avanza el proceso de gestación.

Lo anterior, en virtud de que el embrión o el feto tiene un valor 

inherente de la mayor relevancia por su propio peso en tanto 

constituye la posibilidad del nacimiento de un ser humano, por lo que 

ciertamente existe un interés fundamental en su preservación y 

desarrollo.

Expuso que en dicho precedente, el Tribunal Pleno destacó 

que, si bien queda claro que el embrión o feto no es titular de 

derechos humanos, el interés en brindar un espectro de protección se 

ciñe a la propia expectativa que por definición constituye; sólo podrá 

considerarse titular de derechos fundamentales a la persona que 

nace viva, y ésta sólo puede existir si el Estado procura un ámbito de 

protección a su natural paso previo: el proceso de gestación.

Destacó que el Tribunal Pleno fue concluyente en afirmar que 

el proceso de gestación constituye un valor constitucionalmente 

relevante vinculado a la expectativa del nacimiento de un ser humano 

a partir de la existencia de un feto o embrión, categoría que implica 

su reconocimiento como un bien que ineludiblemente amerita la 
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protección de los poderes públicos del Estado por lo que es en sí 

mismo, por su relevancia intrínseca. Además, el periodo prenatal 

también amerita la tutela correspondiente asociada a la protección 

conjunta que corresponde a las mujeres que, en su ejercicio del 

derecho a elegir, optan por el camino de la maternidad como plan y 

proyecto de vida.

Por ello, señaló que el aumento progresivo del proceso de 

gestación como bien constitucional, es un factor determinante en esta 

apreciación y en la ineludible conclusión de que al nasciturus le 

asisten medidas de protección de orden público, las cuales se 

intensifican de conformidad con el propio avance del embarazo. El 

acrecentamiento a lo largo del tiempo de la valía de este bien 

constitucional, está asociado a que el paso de las semanas de 

gestación significan el desarrollo de las características que pueden 

incluirse en cualquier debate sobre aquello que define a un ser 

humano, el cual es un proceso que ocurre gradualmente y sin ningún 

tipo de pausa; además, ese rasgo fundamental debe ser visto en 

simultáneo con el aumento en la posibilidad de que sobreviva fuera 

del seno materno de manera independiente.

Así, la Primera Sala hizo énfasis en que el Tribunal Pleno 

señaló que esos rasgos de corte biológico se traducen jurídicamente 

en que el ámbito de protección se extiende de la misma manera: 

progresivamente, de forma que la ausencia de titularidad de derechos 

no constituye obstáculo para conferirle, en esa misma lógica, un 

ámbito de protección que se despliegue de manera correlativa. Ello, 

pues el proceso de perfeccionamiento gestacional añade en su 

desarrollo cambios cualitativos de naturaleza somática y psíquica que 

obligan a que ello tenga un reflejo en el status jurídico del sujeto 

vital.(153) Esto es justamente lo que subyace a su condición de bien 

constitucional que exige un ámbito de tutela y del dictado de 

previsiones especiales debido a su singularidad y de sus propias 

características superlativas que son definidas por sus propios rasgos 

vinculados al proceso humano de reproducción.

Agregó que en esa línea, en el referido precedente se señaló 

que la revisión de cada paso del proceso de perfeccionamiento del 

desarrollo de la gestación, conduce a la innegable verdad de que 
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aumenta la capacidad del organismo para sentir dolor, experimentar 

placer, reaccionar a su entorno y sobrevivir fuera del vientre materno, 

así como su viabilidad para ser persona; cada semana que transcurre 

se suceden eventos fundamentales que subrayan la importancia del 

bien constitucional, su singularidad y trascendencia inherente a la 

humanidad en su conjunto; consecuentemente, de forma sincrónica 

se acrecienta la obligación prioritaria del Estado para protegerlo 

conforme ocurren tales acontecimientos, constituyendo su 

salvaguarda un interés apremiante que debe traducirse en la 

implementación de acciones permanentes con el objetivo de brindar 

el más amplio resguardo.

De ahí que, la apreciación integral del proceso de gestación 

permite, para efectos de la problemática concreta, realizar una mejor 

integración cuando se observa en relación con el derecho 

constitucional de las mujeres y personas gestantes a decidir, pues 

permite jurídicamente establecer un espacio para que ambos puedan 

desenvolverse y tener un lugar determinado. 

Es decir, el carácter no absoluto de ningún derecho 

fundamental frente a otro y las particularidades de la vida en 

formación como un bien cuyo valor crece progresivamente, son los 

rasgos que, en definitiva, permiten conciliar el derecho a elegir frente 

a la protección constitucional del concebido, a partir de la singular 

relación que la mujer guarda con éste. 

Destacó la Primera Sala que el Tribunal Pleno determinó 
que “la protección de la vida en gestación no puede presentarse 
como antagónica a la de las mujeres y las personas gestantes, 
quienes no sólo son titulares de derechos y gozan de inmunidad 
frente a la injerencia del Estado en decisiones que corresponden 
a su vida privada, sino que sólo protegiéndolas a ellas y a través 
de ellas es que el Estado puede proteger, a su vez, ese bien 
constitucionalmente relevante.”

Que así, se entiende que la labor común del Estado con la 

mujer o persona gestante, es la manifestación inicial de la manera en 

que debe desplegarse la protección jurídica del nasciturus en la etapa 

inicial del periodo de gestación, de manera que coexista el respeto 

del derecho a decidir y el compromiso de que las políticas públicas y 
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los funcionarios brinden un amplio espectro de tutela a la mujer o 

persona gestante, que le permita (esencialmente a través de servicios 

de asesoría y acompañamiento) tomar una elección informada, lo que 

constituye una protección del embrión o feto que se manifiesta de 

manera no invasiva y en observancia de la autonomía reproductiva.

Señaló la Primera Sala que el Tribunal Pleno dijo sobre 
ello, que la constitucionalización del derecho a decidir, permite 
sostener que no tiene cabida dentro de la doctrina 
jurisprudencial de este Tribunal Constitucional, un escenario en 
el cual la mujer y las personas con capacidad de gestar no 
puedan plantearse el dilema de continuar o interrumpir su 
embarazo por un corto periodo de tiempo al inicio de la 
gestación, pues ello equivaldría a asumir que su dignidad y 
autonomía personal pueden modularse y restringirse en función 
de supuestos basados en un constructo social que, antes que 
personas independientes, las configura como instrumentos de 
procreación, lo que además conllevaría una lesión de origen a su 
integridad psicoemocional al limitar las posibilidades en relación 
con su plan y proyecto de vida, e impediría alcanzar el bienestar 
integral en su carácter de meta permanente del derecho a la 
salud.

Que frente al escenario de la mujer y aquellas personas con 

capacidad de gestar que se plantean la disyuntiva de continuar o 

interrumpir su embarazo, es preciso fijar los alcances del derecho a 

decidir como exigencia para el Estado de implementar medidas 

específicas útiles para su materialización, y cuyo contenido debe ser 

definido teniendo como punto de partida lo establecido en el párrafo 

tercero del artículo 1o. del Texto Jurídico Fundamental, en el sentido 

de que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 

tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los 

derechos humanos.

Agregó que el Tribunal Pleno determinó que esta elección, 
es decir, el decidir la continuación o interrupción del embarazo, 
corresponde en exclusiva a la mujer o persona con capacidad de 
gestar, pues se vincula a una de las esferas más íntimas que 
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configuran su dignidad y su personalidad, en tanto que sólo ella 
puede, de acuerdo con sus circunstancias individuales, 
responder cómo integrará la maternidad a su plan y proyecto de 
vida, así como –en su caso– las razones por las que prefiere 
tomar la compleja decisión de interrumpir la gestación.

Puntualizó que además, señaló que se trata de una de las 

decisiones más trascendentales que puede enfrentar en su propio 

ciclo de vida, de manera que sólo ella en su intimidad conoce la 

importancia de cada uno de los motivos personales, médicos (físicos 

y psicológicos), económicos, familiares y sociales, que la orillan a 

tomar una decisión en un sentido u otro. Decisión que, además, se 

vincula estrechamente con la obligación del Estado de proporcionar a 

la mujer y persona gestante, en un contexto de confidencialidad, la 

información suficiente para tomar esa decisión clave en su vida 

reproductiva.

Que para dotar de protección efectiva al nasciturus, las 

acciones públicas a cargo del Estado Mexicano deben encaminarse a 

proteger efectivamente los derechos de las mujeres y de las personas 

con capacidad de gestar, esto comprende las implicaciones 

esenciales del derecho a decidir, asegurando atención prenatal a 

todas las mujeres, adoptando medidas efectivas de compatibilidad de 

la maternidad con los intereses laborales y educativos; abatiendo la 

mortalidad materna y garantizando la igualdad de acceso a 

oportunidades educativas y laborales. ++++++++++++7777777777

Destacó la Primera Sala que las anteriores consideraciones 
respaldan la noción de que el derecho a decidir, en relación con 
la mujer o persona gestante que opta por la interrupción del 
embarazo, sólo tiene cabida dentro de un breve plazo cercano a 
la concepción, como un mecanismo para equilibrar los 
elementos que coexisten y brindar un ámbito de protección tanto 
al concebido como a la autonomía reproductiva, un espacio 
donde la tutela de ambos sea posible. 

Que en relación con la fijación de la temporalidad en que 
puede ser llevado a cabo un procedimiento de interrupción del 
embarazo como parte del ejercicio del derecho a decidir, el 
Tribunal Pleno señaló que éste debe ser razonable, es decir que 
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su diseño legislativo no debe anular o volver inejercitable la 
citada prerrogativa, pero también debe considerar –
ineludiblemente– el incremento paulatino en el valor del proceso 
de gestación. 

Para ello, señaló que el legislador puede acudir a la 
información científica disponible, así como a las 
consideraciones de política pública en materia de salud que le 
parezcan aplicables en la medida de que sean compatibles con 
las razones aquí vertidas, así como guiarse –a modo de 
referente– por los parámetros fijados en otras entidades en 
donde el derecho a elegir ha sido instrumentado en sus 
legislaciones (Ciudad de México, Oaxaca e Hidalgo). Por 
ejemplo, sobre el plazo de la Ciudad de México, se consideró 
razonable que el procedimiento para abortar se lleve a cabo 
dentro del periodo de doce semanas, puesto que es más seguro 
y recomendable en términos médicos; además, jugó un papel 
determinante para la decisión de esta Suprema Corte que la 
interrupción legal del embarazo se fijó antes del desarrollo de las 
facultades sensoriales y cognitivas del nasciturus. Aunado a que 
se reflexionó, a partir de información científica, la temporalidad 
del desarrollo de la gestación con el alcance de que dentro de 
las primeras doce semanas existe sólo un incipiente desarrollo, 
así como la seguridad sanitaria de la interrupción del embarazo, 
sin graves consecuencias para la salud de la mujer. 

Señaló que adicionalmente, se consideró que el plazo de doce 

semanas se juzga razonable para que tenga lugar la íntima reflexión 

de la mujer, se preste la asesoría médica y psicológica y, en su caso, 

se ejecute el procedimiento correspondiente. 

También, resulta importante destacar, que el propio derecho 

comparado indica que las distintas legislaciones se han guiado por 

estos parámetros, lo que se ha traducido en que la regla jurídica 

general es que la interrupción legal del embarazo sólo pueda tener 

lugar dentro de las primeras doce semanas de gestación, en la propia 

lógica en que este Alto Tribunal estimó ese plazo conforme y ajustado 

al orden constitucional mexicano en la sentencia previamente citada.
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Concluyó la Primera Sala que queda claro que el derecho 
de las mujeres y, cuya titularidad se extiende a las personas 
gestantes, a decidir sobre su maternidad tiene íntima relación 
con el derecho a la dignidad humana, la autonomía y libre 
desarrollo de la personalidad, a la salud y a la igualdad y no 
discriminación, pues no sólo implica la libertad de elección de 
continuar o, en su caso, interrumpir el embarazo (dentro de la 
primera etapa de la preñez), sino que dicha elección está 
íntimamente ligada o conectada con el reconocimiento que 
merecen como seres humanos capaces de elegir lo que mejor 
les corresponde en apego a su proyecto de vida, conforme al 
cual podrán obtener el nivel más alto de bienestar, sin que dicha 
decisión se vea afectada de manera discriminatoria y arbitraria. 

Precisado todo lo anterior, la Primera Sala se abocó a 
analizar la constitucionalidad de los artículos 101, 102 y 103 del 

Código Penal para el Estado de Aguascalientes, que se reitera son 
de contenido similar a los aquí impugnados, a la luz de los 
derechos a la autonomía reproductiva y libre desarrollo de la 
personalidad, el derecho a la salud y el derecho de igualdad y no 
discriminación, conforme al alcance y contenido previamente 
expuestos.

Así pues, bajo los parámetros fijados por la Primera Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la ejecutoria emitida 
en el Amparo en revisión  *******, se emprende el análisis de 

constitucionalidad de los artículos 16 de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; y 148, fracción I y II; 

149 y 150, fracción III del Código Penal para el Estado de San Luis 

Potosí. 

Como se ve de lo transcrito de esos artículos, el 16 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, 

contempla, que no es punible la muerte dada al producto de la 

concepción, cuando sea consecuencia de una acción culposa de la 

mujer; el embarazo sea resultado de una violación o de una 

inseminación indebida; o de no provocarse el aborto la mujer corra 

peligro de muerte.
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Dicho numeral prevé, excepciones para que la interrupción del 

embarazo no sea punible; lo que empata en su contenido con el 

numeral 150 de la legislación local combatida, que literalmente 

señala:

“ARTÍCULO 150. Es excluyente de en el caso de aborto, 
cuando: 
(…)
III. De no provocarse el aborto, la mujer embarazada corra 
peligro de muerte a juicio del médico que la asista, oyendo el 
dictamen de otro médico, siempre que esto fuere posible y 
no sea peligrosa la demora.”

Dichos dispositivos coadyuvan nocivamente a que subsista una 

noción de criminalidad en relación con la acción de abortar aún, 

tratándose de supuestos en los cuales la concepción se dio en un 

marco de ausencia de consentimiento de la mujer, como lo es el 

aborto por violación, o bien se pretende dar cobertura y protección a 

la salud (aborto por peligro en la salud de la mujer embarazada). Es 

decir, su inconstitucionalidad radica en que las disposiciones califican 

como delito el actuar de la mujer o persona gestante como un crimen, 

contribuyendo negativamente al derecho de decisión. 

Siguiendo con la ejecutoria de la Primera Sala, en el párrafo 

267 de sus consideraciones, ésta señaló que en el amparo en 

revisión 1388/2015, dicha Sala entendió que, dentro del derecho a la 

salud, el disfrute al más alto nivel de bienestar físico, mental y social, 

implica, entre otras cosas, el acceso a los servicios de salud y a la 

protección de la salud. Esto abarca la obligación del Estado de 

prevenir razonablemente los riesgos asociados con el embarazo y 

con el aborto inseguro, lo que, a su vez, abarca, tanto una valoración 

adecuada, oportuna y exhaustiva de los riesgos que el embarazo 

representa para la restauración y protección de la salud de cada 

persona, como el acceso pronto a los servicios de aborto que resulten 

necesarios para preservar la salud de la mujer o persona gestante 

embarazada. Es así, que la adecuada garantía del derecho a la salud 

implica la adopción de medidas para que la interrupción del embarazo 

sea posible, disponible, segura y accesible cuando la continuación del 

embarazo ponga en riesgo la salud de las mujeres en su sentido más 

amplio. Esto implica que las instituciones públicas de salud deben 
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proveer y facilitar esos servicios, así como abstenerse de impedir u 

obstaculizar el acceso oportuno a ellos. 

Con base en lo anterior, la Primera Sala resolvió en el 
referido precedente que el aborto motivado por riesgos a la 
salud, y su adecuada y oportuna prestación, integran el ámbito 
normativo del derecho a la salud y su protección, pues se trata 
de una acción cuyo objetivo primordial es promover, preservar o 
restaurar la salud de la persona embarazada, incluida la 
consecución de un estado de bienestar físico, mental y social.

Por ello, conforme a las obligaciones de respeto y protección a 

la salud, el Estado Mexicano, incluidos todos los agentes que lo 

conforman, tanto del sector público, como del privado, tienen la 

obligación de abstenerse de obstaculizar directa o indirectamente el 

ejercicio de este derecho y de garantizar que terceros no obstaculicen 

estos mismos derechos.

En el párrafo 269, expuso que la Recomendación General 24 

del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, 

señala que la obligación de respetar los derechos exige que los 

Estados parte se abstengan de poner trabas a las medidas 

adoptadas por las mujeres para conseguir sus objetivos en materia 

de salud, así como remover los obstáculos, requisitos y condiciones 

que impiden el acceso de las mujeres a la atención médica.

Que en relación con dichos obstáculos, la Federación 

Internacional de Ginecología y Obstetricia (FIGO), ha señalado como 

ejemplos, entre otros, la estigmatización de quienes solicitan 

atención; leyes que restringen el aborto; ineficacia en la 

implementación (y la falta de conciencia) de las leyes sobre el aborto; 

falta de acceso a información sobre marcos regulatorios y métodos 

de aborto; análisis innecesarios desde el punto de vista médico, que 

retrasan la atención; falta de apoyo social; falta de agencia y 

capacidad para tomar decisiones; normas sociales y de género 

perjudiciales; actitudes negativas de los prestadores; mala calidad de 

los servicios; requisito de autorización de terceros además del 

paciente y el prestador médico; asesoramiento obligatorio; suministro 

de información engañosa y; restricciones financieras.
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Que sobre ello, la relatora especial sobre la violencia contra la 

mujer, sus causas y consecuencias, ha señalado que el hecho de que 

no se disponga una atención de la salud materna accesible y 

asequible contribuye a muertes que podrían prevenirse.

Que la Organización Mundial de la Salud ha señalado que una 

traba para el acceso a un aborto seguro son los retrasos en la 

procuración de atención médica. Y, de igual manera, el Comité sobre 

los Derechos Económicos, Sociales y Culturales considera que “el 

ejercicio del derecho de la mujer a la salud requiere que se supriman 

todas las barreras que se oponen al acceso de la mujer a los 

servicios de salud, educación e información, en particular en la esfera 

de la salud sexual y reproductiva.”.

Asimismo, la Primera Sala en el párrafo 276 señaló que tal 

como lo precisó en el amparo en revisión 1388/2015, “cuando las 

mujeres solicitan servicios específicos que sólo ellas requieren, como 

la interrupción del embarazo por motivos de salud, la negación de 

dichos servicios y las barreras que restringen o limitan su acceso, 

constituyen actos de discriminación y una violación al derecho a la 

igualdad ante la ley”, por lo que dicha medida resulta de igual manera 

discriminatoria.

Por otra parte, el artículo 148 de la misma normatividad, en las 

porciones impugnadas, dice:

“ARTÍCULO 148. Comete el delito de aborto quien causa 
la muerte del producto de la concepción en cualquier 
momento del embarazo. 
Este delito se sancionará con las siguientes penas: 
(REFORMADA P.O. 19 JULIO DE 2017) 
I.- A la madre que voluntariamente procure su aborto o 
consienta en que otro la haga abortar se le impondrá 
una pena de uno a tres años de prisión y sanción 
pecuniaria de cien a trescientos días del valor de la 
unidad de medida y actualización; 
(REFORMADA P.O. 19 JULIO DE 2017) 
II. Al que lo realice con el consentimiento de la mujer 
embarazada se le impondrá una pena de uno a tres años 
de prisión y sanción pecuniaria de cien a trescientos días 
del valor de la unidad de medida y actualización, y” 
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Siguiendo el criterio fijado por la Primera Sala, se obtiene que 

estos artículos del Código Penal para el Estado, consideran como 
delito la interrupción del embarazo con el consentimiento de la 
madre o persona gestante, en cualquier momento del embarazo, 
ya sea que lo realice la propia persona embarazada u otra 
persona con dicho consentimiento, imponiendo pena de prisión.

Así, el tipo penal denominado aborto, regulado en los artículos 

que se analizan, tiene un impacto frontal y directo con la libertad 
reproductiva de la mujer y de las personas con capacidad de 
gestar de decidir ser o no madre, en virtud de que, al castigar con 

pena y considerar como delito su decisión y consentimiento sobre la 

interrupción del embarazo en cualquier momento de éste, es decir, 

incluso durante la primera etapa de embarazo, dentro de la cual, 

como se dijo en párrafos previos, existe el reconocimiento de respeto 

completo al derecho de decidir de las mujeres y personas gestantes 

sobre su maternidad, anula por completo el derecho de las 
mujeres y personas gestantes de decidir sobre su maternidad.

Al respecto, la Primera Sala expuso que el Tribunal Pleno en la 

acción de inconstitucionalidad 148/2017, señaló que históricamente 

los estudios de derecho penal han ofrecido distintas razones para 

justificar la decisión del legislador de incluir en los Códigos Penales 

normas que criminalizan y sancionan con pena de prisión la decisión 

de la mujer de interrumpir su embarazo que han sido por considerar 

al aborto contrario a la moral, por prevención de la mortalidad 

materna y por protección de la vida en gestación.

Que sobre la primera razón, es decir, aquella en la que se 

criminaliza y penaliza la interrupción del embarazo por estimarse 

contrario a la moral, en la acción de inconstitucionalidad 148/2017, el 

Tribunal Pleno determinó que no puede ser considerado un fin 

legítimo que sustente la racionalidad de la norma, pues el debate 

sobre su moralidad o inmoralidad debe reservarse al ámbito íntimo de 

cada persona, pero de ninguna manera debe dar contenido a la 

política criminal (párrafo 232).

Que el derecho penal, en su carácter de último recurso estatal 

para proteger bienes jurídicos, no debe involucrar –ni en su 

construcción ni en su uso– corrientes o posturas ideológicas de orden 
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moral en relación con la interrupción del embarazo, pues se trata 

estrictamente de un tema de derechos humanos y protección de 

bienes constitucionalmente definidos dentro de un Estado laico y 

democrático.

Que en ese mismo precedente se señaló que, en cuanto a 

prevenir la mortalidad materna, tampoco es posible emplearlo como 

finalidad de la prohibición penal, pues la ciencia médica actual 

garantiza que una interrupción del embarazo realizada por 

especialistas y en un periodo temprano del proceso de gestación, 

representa el menor riesgo posible para la mujer o persona gestante. 

En todo caso, el fin de prevenir la mortalidad materna podría 

asociarse como fin válido de otras variantes del delito de aborto, 

destacadamente el denominado no consentido o forzado, en donde la 

ausencia de voluntad de la mujer la coloca en una situación de 

vulnerabilidad más grande que en otros escenarios. 

Sin embargo, aquí se revisa el caso de que el aborto es 
consentido por la mujer o persona gestante, de modo que la 
prevención de la mortalidad materna no puede considerarse 
como un objetivo que justifique la existencia de la norma en 
términos constitucionales.

Asimismo se señaló que si bien las dos razones anteriores no 

pueden constituir fines legítimos para la medida en análisis, en 

relación con el fin relativo a proteger la vida en gestación mediante la 

inhibición de la práctica de abortos, el Tribunal Pleno señaló que esta 

razón sí es un fin constitucionalmente legítimo.

Sin embargo, que dicha medida, mediante la vía punitiva 

diseñada por la Legislatura Estatal no concilia el derecho de la mujer 

y de las personas con capacidad de gestar a decidir con la finalidad 

constitucional, sino que lo anula de manera total a través de un 

mecanismo –el más agresivo disponible– que no logra los fines 

pretendidos (inhibir la práctica de abortos).

Que la penalización de la interrupción de la etapa primaria del 

embarazo no resulta idónea para salvaguardar la continuación del 

proceso de gestación, puesto que, como este Alto Tribunal señaló en 

la acción de inconstitucionalidad 146/2007, constituye una realidad 

social que las mujeres que no quieren ser madres recurren a la 
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práctica de interrupciones de embarazos clandestinos con el 

consiguiente detrimento para su salud e incluso con la posibilidad de 

perder su vida. 

Que correlativamente, produce efectos nocivos como: puesta 

en riesgo de la vida e integridad de la mujer y personas con 

capacidad de gestar, criminalización de la pobreza, y descarta otras 

opciones de tutela de carácter menos lesivo, como podría ser el 

trabajo conjunto con la mujer embarazada o persona gestante para 

que tomen una decisión informada de todas las implicaciones; 

orientar con mayor fuerza las políticas públicas a través de los 

servicios de educación sexual, asesoría y acompañamiento en 

materia de planificación familiar, acceso y uso de métodos 

anticonceptivos, entre otras.

Que aunado a lo anterior, la formulación del artículo incluye 

todos los supuestos temporales en que puede acontecer la 

interrupción del embarazo con origen en una decisión voluntaria de la 

mujer o persona gestante; comprendiendo con tal regulación tanto la 

interrupción temprana como aquella que podría acontecer en 

cualquier otro momento del proceso de gestación.

Que los artículos impugnados, resultan entonces de una 
naturaleza absoluta, al no brindar ningún margen para el 
ejercicio del derecho humano a elegir la vida reproductiva que, 

con los matices destacados en esta sentencia, asiste a las mujeres y 

personas con capacidad de gestar en el supuesto de concebir.

Que de esta manera, la fórmula legislativa de orden penal que 

fue elegida por el legislador local, que contiene la criminalización de 

la interrupción voluntaria del embarazo en todo momento, supone la 

total supresión del derecho constitucional a elegir de las mujeres y 

personas con capacidad de gestar. La disposición penal, en esa 

medida, no considera el balance que debe existir entre la 
protección al bien constitucional del no nacido y el derecho 
fundamental de decidir sobre la maternidad de las mujeres y 
personas gestantes, destruyendo el equilibro constitucional que 
deben guardar proporcionalmente tales derechos. Esto, al inhibir 

en su totalidad el derecho a elegir, a través de brindar una protección 

total y absoluta al concebido.
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Por ello, su inconstitucionalidad no depende de que la norma 

no permita interrumpir el embarazo siempre, sino que no permite 

interrumpirlo en la fase inicial de la gestación sin dejar de calificarlo 

como delito, pues si bien el legislador puede buscar válidamente la 

finalidad de proteger la vida en gestación, no puede afectar en 
forma desproporcionada los derechos de la mujer y de las 
personas con capacidad de gestar, pues no es constitucionalmente 

admisible que el legislador sacrifique de manera absoluta los 

derechos fundamentales de la mujer embarazada o persona gestante 

por lo que, si dentro de la política criminal estima que deben 

establecerse medidas de índole penal a fin de proteger la vida del 

concebido así como la de la mujer, tal regulación debe comprender 

hipótesis que impidan el excesivo sacrificio de los derechos 

involucrados, es decir, sin crear una obligación desproporcionada en 

relación con el proyecto de vida de la mujer que la obligue a ser 

madre.

Esto último coincide con la doctrina sobre que la tipificación de 

un delito y la fijación de la pena representan una intervención en los 

derechos fundamentales, por lo que la libertad en sentido negativo, 

es decir, aquella que consiste en hacer u omitir lo que uno quiera, no 

es absoluta y, por tanto, puede ser restringida e intervenida 

legislativamente, sin embargo, esto último puede darse sólo en razón 

del favorecimiento de otros derechos y bienes constitucionales, 

siempre y cuando dicha restricción a la libertad no sea 

desproporcionada.

Lo anterior, además de que, como señaló la Primera Sala al 

referirse la acción de inconstitucionalidad 148/2017, este tipo penal 
agudiza sus efectos en las mujeres y personas gestantes en 
situación de marginación económica, desigualdad educativa y 
precariedad social, ante el limitado acceso a los diversos 

mecanismos que pueden fungir para orientar a una mujer o persona 

gestante en el desarrollo de su sexualidad y de sus derechos 

reproductivos. 

Asimismo, los artículos analizados también resultan 

discriminatorios en materia de maternidad y derechos reproductivos, 

en virtud de que, al prohibir y no reconocer el derecho de decisión de 
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las mujeres y personas gestantes, no reconoce su singular dignidad y 

capacidad de tomar decisiones responsables sobre su plan de vida e 

integridad corporal, perpetuando con ello los estereotipos y estigmas 

que existen socialmente sobre que las mujeres o personas gestantes 

sólo pueden desplegar su sexualidad para procrear o el empate que 

existe entre las mujeres y maternidad considerando dichos conceptos 

como sinónimos.

Lo anterior, además de anular su dignidad, considerándolas 
objeto de regulación y protección y no como sujetos de 
derechos capaces de tomar decisiones sobre su propio cuerpo y 
maternidad, perpetuando el ejercicio de la violencia en contra de 
las mujeres y personas gestantes, causándoles, en razón de su 
género, daños o sufrimientos físicos, sexuales o psicológicos e 
impidiendo que puedan alcanzar una igualdad jurídica.

De igual manera los artículos del Código local vulneran el 
derecho a la salud de las mujeres y personas gestantes, en 
virtud de que, al obligarlas a ser madres cuando esto es 
contrario a su proyecto de vida, atenta directa y frontalmente 
con su derecho al disfrute del más alto nivel posible de bienestar 
físico, mental y social, conforme al cual se les reconoce el 
control de su salud y cuerpo con inclusión de su libertad sexual.

Ello, además de ser claramente contrario a las obligaciones 

que tiene el Estado para con las mujeres y personas gestantes en 

relación con su derecho a la salud, consistentes en su respeto, 

protección y cumplimiento, pues impiden su acceso de forma 

discriminatoria y, en lugar de ofrecer las medidas para su plena 

realización, lo impiden totalmente. 

Asimismo, dicha medida puede ocasionar que las mujeres y 

personas gestantes que quieren abortar, tengan que hacerlo de 

manera clandestina y en condiciones inapropiadas, lo que las coloca 

en indeseable riesgo de salud, orillando a que las decisiones que 

autónomamente tomen sobre su maternidad afecten su salud, 

colocando en riesgo su bienestar físico, mental o social. 

La Primera Sala expuso que al respecto, la Organización 

Mundial de la Salud ha señalado que las consecuencias sobre la 

salud de un aborto inseguro dependen de los centros de salud donde 
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se realiza el aborto, la capacidad del profesional que realiza el aborto, 

el método de aborto empleado, la salud de la mujer y la edad 

gestacional del embarazo, sin embargo, los procedimientos del aborto 

inseguro pueden implicar la inserción de un objeto o sustancia (una 

raíz, una ramilla o un catéter o un brebaje tradicional) en el útero, la 

dilatación y el curetaje hechos en forma incorrecta por un profesional 

no capacitado, la ingesta de sustancias dañinas y la aplicación de 

una fuerza externa.

Que en algunos casos, los profesionales tradicionales golpean 

fuertemente a puñetazos la parte inferior del abdomen de la mujer 

para interrumpir el embarazo, lo que puede causar la ruptura del 

útero y la muerte de la mujer. Asimismo, las consecuencias de usar 

ciertos medicamentos, como el misoprostol en dosis incorrectas para 

inducir el aborto son mixtas, pudiendo producir complicaciones 

graves y muertes maternas. Dentro de estas complicaciones, incluyen 

la hemorragia, la septicemia, la peritonitis y el traumatismo del cuello 

del útero y los órganos abdominales. Alrededor del 20 % al 30 % de 

los abortos inseguros provocan infecciones del aparato reproductor, y 

entre el 20 % y 40 % de estas infecciones acaban en una infección 

del tracto genital superior (párrafo 244). 

Que una de cada cuatro mujeres sometidas a un aborto 

inseguro probablemente desarrolle una incapacidad temporal o 

permanente que requiera atención médica (párrafo 245).

Agregó que por cada mujer que solicita atención posterior al 

aborto en un hospital, existen varias que se sometieron a un aborto 

inseguro pero que no procuran atención médica, ya sea porque 

consideran que la complicación no es algo seria o porque carecen de 

los medios económicos necesarios o porque temen al abuso, al 

maltrato o a una represalia legal. Así, los principales costos 

fisiológicos, financieros y emocionales son acarreados por las 

mujeres que sufren un aborto inseguro.

En ese orden de ideas, como lo determinó la Primera Sala, 

resulta claramente contrario al derecho de salud, pues conforme a 

este derecho, toda mujer o persona gestante tiene derecho a 

beneficiarse de cuantas medidas le permitan gozar del mejor estado 

de salud que puedan alcanzar, como lo es el acceso universal a los 
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servicios más amplios posibles de salud sexual y reproductiva, 

entendiéndose ésta como un estado de bienestar físico, mental y 

social y no como mera ausencia de enfermedades en todo lo referido 

al sistema reproductivo, sus funciones y procesos y, dado que la 

salud es un derecho que protege tanto aspectos físicos como 

emocionales y sociales, su adecuada garantía implica la adopción de 

medidas para que la interrupción del embarazo sea posible, 

disponible, segura y accesible.

Es así, que la medida contemplada por el legislador local no 

sólo vulnera el derecho a decidir, sino que, al estar este derecho 

construido sobre pilares con implicaciones individuales propias, la 
tipificación que anula por completo esa prerrogativa de la mujer 
y de las personas con capacidad de gestar se traduce –en 

automático– en la vulneración inmediata de todos los elementos 

involucrados. Es decir, se trastoca la dignidad de la mujer y de la 
persona con capacidad de gestar frente al desconocimiento de 
sus propias características que la individualizan y la definen; se 
afecta trascendentalmente su autonomía y libre desarrollo de la 
personalidad al impedirse la posibilidad de elegir el propio plan y 
proyecto de vida conforme a sus íntimas convicciones; se crea 

un mecanismo de violencia de género que refuerza roles –la 

maternidad como destino obligatorio– que repercuten en la 

imposibilidad de alcanzar la igualdad jurídica y se lesiona su salud 

mental y emocional ante la imposibilidad de plantearse alternativas de 

decisión, de conducción de la vida propia, lo que a su vez genera el 

impedimento de alcanzar el más pleno bienestar. +++++++++ 00000

Conforme a lo expuesto, se determina la 
inconstitucionalidad de los artículos 16 de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 148, 
fracción I y II; 149 y 150, fracción III del Código Penal para el 
Estado de San Luis Potosí, impugnados que parten de la idea de 
que la interrupción del embarazo CON EL CONSENTIMIENTO DE 
LA MUJER Y PERSONA GESTANTE, ES UN DELITO, pues 
supone la total supresión del derecho constitucional a elegir de 
las mujeres y personas con capacidad de gestar y con ello a la 
salud y a la igualdad.
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Estimar lo contrario, es decir, considerarlos 
constitucionales supondría aceptar la anulación de derechos 
constitucionales generales que no pueden ser objeto de 
limitaciones establecidas en disposiciones de carácter estatal. 

Inconstitucionalidad del artículo 149 del Código Penal para 
el Estado de San Luis Potosí. 

El artículo 149 del Código Penal para el Estado, es del tenor 

siguiente:

“ARTÍCULO 149. Al profesionista de la medicina o partero 
que cause el aborto se le impondrán las penas previstas 
en el artículo anterior y además será suspendido hasta 
por cinco años en el ejercicio de su profesión.”

Como se desprende, dicho artículo guarda relación directa 
con el supuesto de aborto y versa sobre la asistencia médica 
que se brinda para efectos de llevar a cabo la interrupción del 
embarazo, penalizando dicha asistencia además con una 

suspensión en el ejercicio de su profesión u oficio. 

Se trata entonces de una disposición que complementa la 
noción de prohibición total de la interrupción del embarazo, y 

que prevé sanciones adicionales a la persona que, en su carácter de 

especialista en ciencias de la salud o con aptitudes relacionadas con 

la atención a partos, lleve a cabo el procedimiento médico sanitario o 

bien proporcione ayuda para su ejecución. 

Por ello, dicha norma parte de la misma idea de que el 
aborto (interrupción del embarazo) es un delito, por lo que se 

castiga el actuar del médico, cirujano o partero que, con el 

consentimiento de la mujer o persona gestante, realice el aborto. 

Así, dicho artículo debe declararse inconstitucional, en 
virtud de que forma parte del mismo sistema normativo de 
prohibición absoluta al aborto voluntario o consentido, por lo 
que padece del mismo vicio que la norma previamente declarada 
inconstitucional y, en esa medida, debe seguir esa calificación.

Aunado a lo anterior, dicha medida tiene un efecto 
discriminatorio y estigmatizante en contra de los prestadores de 
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servicios de salud que realizan abortos o interrumpen el 
embarazo, pues al considerar que el aborto es un delito, 

penalizándolo y castigando, mediante la inhabilitación del ejercicio de 

la profesión a los médicos o cirujanos que los realicen, perpetúa el 

estigma de los servicios de aborto, generando una separación 
entre el personal de salud en general y aquel que realiza abortos 
como si pertenecieran a categorías distintas, robusteciendo una 

mirada a dicho personal de salud como “sucios” o “asesinos”.

Situación que no sólo los afecta a ellos y la forma en que llevan 

a cabo su trabajo, sino también a las mujeres y al propio sistema de 

salud. +++++++++++++++++++ 1131313131

Al respecto, la Primera Sala señaló que de acuerdo con el 

informe de la relatora especial sobre la situación de los defensores de 

los derechos humanos de las Naciones Unidas, aquellos que trabajan 

por las mujeres, corren mayor riesgo de sufrir ciertas formas de 

violencia y siguen siendo atacados en muchas partes del mundo, 

pues su trabajo es considerado una afrenta a diversos conceptos 

establecidos por los grupos sociales como, por ejemplo, el concepto 

tradicional de familia, que perpetúa y confirma formas de violencia y 

opresión contra la mujer.

Agregó que de igual manera, la Asamblea General de las 

Naciones Unidas ha reconocido el impacto que tiene la labor de los 

defensores de derechos humanos de la mujer en la promoción y 

protección de los derechos humanos, la democracia, el Estado de 

derecho y el desarrollo, como elemento esencial para asegurar su 

protección, incluso mediante la condena pública de la violencia y 

discriminación contra ellas.

Que por ello, la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos, en su Segundo Informe sobre la situación de las 

defensoras y defensores de derechos humanos en las Américas, al 

hablar de prestadores de servicios de aborto específicamente 

como defensores de derechos humanos, recomendó asegurar que 

las autoridades o terceros no manipulen el poder punitivo del Estado 

y sus órganos de justicia con el fin de hostigar a defensoras y 

defensores de derechos humanos, debiendo adoptar todas las 

medidas necesarias para evitar que mediante investigaciones 
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judiciales se someta a juicios injustos o infundados a las defensoras y 

defensores.

Expuso que es así que, la medida en cuestión, además de 
contribuir al estigma que existe en relación con el aborto y el 
personal de salud que lo realiza, afecta el acceso de las mujeres 
y personas gestantes a un aborto seguro, complicando su salud 
y derecho a decidir sobre ello, pues castigar con pena de 

inhabilitación en el ejercicio de la profesión al personal de salud que 

realice abortos, genera una baja contratación de nuevos 

profesionales que desde que empiezan a ejercer en el ámbito laboral 

tienen poco apoyo y autonomía para prestar los servicios de aborto, 

generando que existan menos profesionales formados y dispuestos a 

realizarlo, ocasionando una crisis de recursos humanos que se 

aprecia, tanto en la disminución del número de prestadores que 

deciden realizar servicios de aborto, como en la sobrecarga social y 

laboral que éstos experimentan (párrafo 258).

Que ocasiona que haya una escasa capacitación y asistencia 

técnica para efectuar los abortos y la negación del personal de salud 

para llevarlos a cabo.

Que de igual manera, la Organización Mundial de la Salud 

coincide con lo anterior, señalando que la tipificación como delito 
del aborto puede hacer que los trabajadores de la salud actúen 
con cautela por temor a ser perseguidos penalmente, pudiendo 
ser reticentes a prestar sus servicios para ello incluso en casos 
de violación, incesto y malformación fetal mortal, cuando la 

denegación del aborto podría constituir tortura, trato cruel e inhumano 

o castigo. 

Agregando además, que la criminalización contribuye a la 

menor disponibilidad de proveedores de servicios de aborto 

capacitados y a la pérdida de competencias necesarias en el 

personal de salud. Esto, ha dicho la OMS, puede tener efectos 

negativos en los trabajadores de la salud que sí prestan servicios de 

aborto y puede aumentar la burocracia dentro de los sistemas de 

salud.

Concluyó que es claro que, con la penalización del aborto y 
del trabajo de los médicos que lo realizan, no sólo se ven 
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afectados los prestadores de dicho servicio y la forma en cómo 
ejercen su profesión, sino los servicios mismos, es decir, el 
propio sistema de salud, así como el derecho a decidir y a la 
salud de las mujeres y personas gestantes.

Por todas las razones antes expuestas, las cuales encuentran 

sustento en las consideraciones y criterio fijado por la Primera Sala 
en el Amparo en revisión  ******* , se concluye que son 

esencialmente fundados los conceptos de violación propuestos por la 

quejosa pues incluso dichos motivos de queja siguieron los 

lineamientos de dicha Sala, motivo por el que se le debe concederse 
el amparo y la protección de la Justicia de la Unión.

NOVENO. EFECTOS DE LA CONCESIÓN DEL AMPARO. 
Respecto a los efectos, la Primera Sala en el Amparo en revisión 
******* en los párrafos 316 a 336 de dicha ejecutoria precisó que a 

fin de fijar los efectos de la concesión de amparo, debía partirse de 

las consideraciones que sostuvo en el apartado de causales de 

improcedencia respecto al principio de relatividad de las 

sentencias de amparo; para lo cual, a fin de advertir con claridad 

dichas consideraciones se transcriben enseguida:

“315. A fin de fijar los efectos de la concesión de amparo en el 

presente asunto, debe partirse de las consideraciones que esta 

Primera Sala sostuvo en el apartado de causales de improcedencia 

respecto al principio de relatividad de las sentencias de amparo.

316. En primer término, debe destacarse que el principio de 

relatividad de las sentencias de amparo, previsto en los artículos 107, 

fracción II, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos (224) y primer párrafo del artículo 73 de la Ley de 

Amparo, (225) establece que mediante el juicio de amparo 

únicamente se repara el agravio a petición y en beneficio del quejoso. 

Así, la sentencia de amparo únicamente surtirá sus efectos 
sobre las partes del juicio.

317. De ahí que esta Primera Sala concibe que el principio de 

relatividad y, en general, la regulación de los efectos de las 

sentencias en el juicio de amparo, fueron pensadas y diseñadas 
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sobre la base de un interés jurídico y no así teniendo en cuenta la 

existencia de un interés legítimo o uno colectivo.

318. No obstante ello, tanto el Pleno como las Salas de esta 

Suprema Corte de Justicia de la Nación han modulado la aplicación 

de dicho principio a efecto de actualizarlo al sistema constitucional de 

protección de derechos humanos vigente en el orden jurídico 

mexicano, a fin de armonizar el principio de acuerdo con la 

legitimación e interés con las que se acude al juicio de amparo.

319. De esta manera, la Primera Sala ha reconocido la 
necesidad de reinterpretar el principio de relatividad de las 
sentencias de amparo, puesto que mantener la interpretación 

tradicional de dicho principio, en muchos casos, acabaría frustrando 

la finalidad sustantiva del juicio de amparo: la protección de todos los 

derechos fundamentales.(226)

320. Inclusive, en los casos de omisiones legislativas se ha 

considerado que no se viola el principio de relatividad de las 

sentencias, ya que se estableció que la generalidad de los efectos no 

es más que una consecuencia indirecta de la propia naturaleza de la 

violación constitucional reclamada, en tanto que el deber de legislar, 

o proveer en la esfera administrativa un debido acatamiento, no 

deriva de una resolución judicial, sino de un mandato expreso de la 

Constitución Federal, el cual, al no haber sido acatado por las 

autoridades respectivas, exige su debida reparación a efecto de 

salvaguardar el principio de supremacía constitucional.(227) 

321. Ahora bien, respecto el interés legítimo de naturaleza 

colectiva, se ha dicho que es posible acceder al juicio de amparo para 

su protección. Los intereses colectivos se han definido como los 
que atañen a un grupo, categoría o clase en conjunto; por ello la 
protección de tales intereses no puede verse mermada por el 
sólo hecho de que trasciende a una esfera jurídica subjetiva o 
individual. 

322. En otras palabras, sería inadmisible que, por esa cuestión 

–la protección colectiva–, se niegue la procedencia al medio de 

control constitucional pretextándose una violación al principio de 

relatividad de las sentencias. En contraposición a ello, este último 

principio debe interpretarse no de manera que restrinja derechos, 
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sino que se maximice el derecho humano de acceso a la tutela 

jurisdiccional efectiva y, por supuesto, al principio de supremacía 

constitucional.(228)

323. A mayor abundamiento, debe decirse que la existencia de 

un interés legítimo en defensa de un derecho colectivo genera una 
obligación en el juzgador de buscar los mecanismos adecuados 
para remediar los vicios de inconstitucionalidad, aun cuando 

salgan de la esfera individual del quejoso. Esto es, lejos de que se 

pueda invocar la relatividad de las sentencias como una causa de 

improcedencia del juicio, el órgano jurisdiccional de amparo está 

obligado a buscar las herramientas jurídicas necesarias para que, 

una vez identificada la violación a los derechos humanos, pueda 

concretar los efectos de su decisión. (229) 

324. Es importante mencionar que las consideraciones 

anteriores no implican que la reforma constitucional de 10 de junio de 

2011 haya eliminado el principio de relatividad, sino solamente que 

debe ser reinterpretado. Tal reinterpretación consiste en que no debe 

ser óbice para la procedencia de la acción y para la concesión del 

amparo que la sentencia estimatoria pueda traducirse en alguna 

ventaja o eventual beneficio para personas que no fueron parte del 

litigio.(230)

325. De esta manera, si bien los Jueces de amparo no pueden 

ordenar directamente en sus sentencias la protección de los derechos 

de personas que no hayan acudido al juicio de amparo, es 
perfectamente admisible que, al proteger a los quejosos, 
indirectamente y de manera eventual, se beneficie a terceros 
ajenos a la controversia constitucional. (231)

326. Debe insistirse en que esta Suprema Corte de Justicia no 

trata de eliminar por completo dicho principio, sino de conseguir un 

efecto de concesión a los amparos otorgados en contra de normas 

que son declaradas inconstitucionales y de conservar el principio de 

relatividad en caso de amparos de mera legalidad y en juicios donde 

los actos reclamados únicamente atañen a las partes (232).

327. En el presente amparo, tal y como se señaló en el capítulo 

de interés legítimo colectivo, para que esta Sala lo tenga por 

acreditado, deben cumplirse ciertos requisitos, uno de ellos es 
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que el acto violatorio de derechos humanos colectivos haya 
transgredido la esfera jurídica de la parte quejosa. (233)

328. Bajo la aplicación literal de las normas citadas con 

anterioridad, la parte quejosa –********** *** ***** * * ***** **** 

****** no podría acceder al beneficio. Esto es, si hace una 

interpretación de las normas invocadas al principio de este título, a la 

luz del principio de relatividad de las sentencias, a pesar de que las 

quejosas hayan cumplido con los requisitos para acceder al juicio de 

amparo y que hayan obtenido una sentencia favorable, podrían no 

obtener el resultado deseado por el anquilosado mecanismo 

constitucional de la protección de la Justicia Federal que, como se 

dijo, no tiene contemplada la protección a los intereses colectivos. 

329. Por otro lado, de acuerdo con una interpretación acorde 

con los artículos 1o., 17 y 133 constitucionales, no sería correcto 

decir que no se puede acceder a la protección federal por el hecho de 

que las consecuencias serían generales o erga omnes. A la vez que 

se estaría incurriendo en la falacia de consecuencia, ya que se 

estaría atendiendo en demasía a los efectos que podría tener la 

sentencia, en lugar de prestar atención a la violación de derechos 

humanos y cómo repararla. 

330. Aunado a que, si bien el principio de relatividad de las 

sentencias tiene un fundamento constitucional, también lo tiene el 

derecho de las mujeres y las personas gestantes, a la salud e 

igualdad y no discriminación; por lo que para actuar acorde con el 

objeto del juicio de amparo se debe preferir y maximizar la protección 

de los derechos humanos y reservar las improcedencias a los casos 

de excepción.

331. Máxime que el principio de relatividad no debe entenderse 

en el sentido de que exclusivamente la o las autoridades señaladas 

como responsables en el juicio deben respetar y ajustarse a lo 

resuelto, sino que todas aquellas que tengan conocimiento y parte en 

la ejecución de la sentencia deberán igualmente atenerse a lo 

resuelto.

332. En este tenor, a la luz de los principios pro personae, de 

tutela judicial efectiva y de supremacía constitucional, la Primera 
Sala debe establecer un efecto para la protección de los 
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derechos colectivos que representan  *****  *  *  *****  ****  *****, 
acorde al interés legítimo colectivo con el que promovieron su 
juicio de amparo. Esta concesión no puede limitarse a que las 
normas de tipo penal reclamadas no puedan ser impuestas a las 
asociaciones quejosas –bajo las nuevas reglas de personas 
jurídicas– ni a sus asociadas. 

333. En su lugar, el efecto que se le debe dar tiene que ser 

acorde con el interés y legitimación reconocida de ***** * * ***** **** 

*****. Esto es, de acuerdo con su objeto social, los fines perseguidos 

al momento de promover el juicio de amparo y los derechos 

colectivos que estimaron violados por las normas reclamadas.

334. Así, en una interpretación de los artículos 1o., 73, 77, 
fracción I, y 78, párrafo segundo, parte in fine, de la Ley de 
Amparo, a la luz de los principios constitucionales mencionados, 
esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
otorga a  *****  *  *  *****  ****  ***** el amparo y protección de la 
Justicia Federal, para el efecto de que el Congreso Local 
derogue los artículos declarados inconstitucionales en el 
considerando anterior, antes de que finalice el periodo ordinario 
de sesiones en que se le notifique la presente ejecutoria. 

Tal efecto resulta acorde con el interés colectivo con el que 

*****  *  *  *****  ****  ***** promovieron el juicio de amparo y, en 

específico, con la naturaleza del derecho transgredido. Solamente 

así, mediante la herramienta de una concesión amplia se puede 

proteger de manera idónea los derechos de las mujeres y personas 

con capacidad de gestar a la salud reproductiva e igualdad y no 

discriminación vulnerados de manera colectiva, objeto del presente 

juicio de garantías. Estimar lo contrario, implicaría que no se 

cumpliera con los términos del artículo 77, fracción I, ya que no se 

restituiría a las asociaciones quejosas en el pleno goce del derecho 

violado. 

Aunado a lo anterior, en atención al principio de recurso judicial 

efectivo, previsto en el artículo 25 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, se debe de satisfacer la garantía de no 

repetición, la cual refiere a la implementación de medidas que eviten 

que las víctimas vuelvan a ser objeto de violaciones a sus derechos y 
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que contribuyan o eviten la repetición de actos de la misma 

naturaleza. Así, la única herramienta que esta Primera Sala 
encuentra para que no se repitan las violaciones a los derechos 
de las mujeres y personas gestantes a la salud y a la no 
discriminación en el Estado de Aguascalientes es constriñendo 
al congreso local a derogar las normas declaradas 
inconstitucionales en el título anterior.” (el énfasis es propio).

Conforme a lo expuesto, al resultar fundados los motivos de 

queja en estudio, se impone conceder el amparo solicitado por la 

asociación civil potosina “***** **** ***** ** *** ******** **** ”, a 

través de su Presidente de la mesa directiva y representante legal 

******* ****** *******, cuyos efectos, a la luz del criterio fijado por 

la Primera Sala en el Amparo en revisión ******* en los párrafos 

316 a 336 de dicha ejecutoria, se precisarán enseguida.

En primer término, debe destacarse que el principio de 

relatividad de las sentencias de amparo, previsto en los artículos 107, 

fracción II, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y primer párrafo del artículo 73 de la Ley de 

Amparo, establece que mediante el juicio de amparo únicamente se 

repara el agravio a petición y en beneficio del quejoso.

Así, por regla general, la sentencia de amparo únicamente 
surtirá sus efectos sobre las partes del juicio.

Sin embargo, debe destacarse que conforme a lo señalado por 

la Primera Sala, el principio de relatividad y, en general, la regulación 

de los efectos de las sentencias en el juicio de amparo, fueron 

pensadas y diseñadas sobre la base de un interés jurídico y no así 

teniendo en cuenta la existencia de un interés legítimo o uno 

colectivo.

Así, la Primera Sala en la citada ejecutoria reinterpretó el 
principio de relatividad de las sentencias de amparo, puesto que 

mantener la interpretación tradicional de dicho principio, en muchos 

casos, acabaría frustrando la finalidad sustantiva del juicio de 

amparo: la protección de todos los derechos fundamentales

Al efecto, señaló que en los casos de omisiones legislativas se 

ha considerado que no se viola el principio de relatividad de las 
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sentencias, ya que se estableció que la generalidad de los efectos no 

es más que una consecuencia indirecta de la propia naturaleza de la 

violación constitucional reclamada, en tanto que el deber de legislar, 

o proveer en la esfera administrativa un debido acatamiento, no 

deriva de una resolución judicial, sino de un mandato expreso de la 

Constitución Federal, el cual, al no haber sido acatado por las 

autoridades respectivas, exige su debida reparación a efecto de 

salvaguardar el principio de supremacía constitucional.

Expuso la Primera Sala que respecto el interés legítimo de 

naturaleza colectiva, se ha dicho que es posible acceder al juicio de 

amparo para su protección. Los intereses colectivos se han definido 

como los que atañen a un grupo, categoría o clase en conjunto; por 

ello la protección de tales intereses no puede verse mermada por el 

sólo hecho de que trasciende a una esfera jurídica subjetiva o 

individual. 

En otras palabras, sería inadmisible que, por esa cuestión –la 

protección colectiva–, se niegue la procedencia al medio de control 

constitucional pretextándose una violación al principio de relatividad 

de las sentencias. En contraposición a ello, este último principio debe 

interpretarse no de manera que restrinja derechos, sino que se 

maximice el derecho humano de acceso a la tutela jurisdiccional 

efectiva y, por supuesto, al principio de supremacía constitucional.

Agregó que la existencia de un interés legítimo en defensa de 

un derecho colectivo genera una obligación en el juzgador de 
buscar los mecanismos adecuados para remediar los vicios de 
inconstitucionalidad, aun cuando salgan de la esfera individual 
del quejoso. Esto es, lejos de que se pueda invocar la relatividad de 

las sentencias como una causa de improcedencia del juicio, el órgano 

jurisdiccional de amparo está obligado a buscar las herramientas 

jurídicas necesarias para que, una vez identificada la violación a los 

derechos humanos, pueda concretar los efectos de su decisión.

Destacó la importancia de precisar que las 
consideraciones anteriores no implican que la reforma 
constitucional de diez de junio de dos mil once, haya eliminado 
el principio de relatividad, sino solamente que debe ser 
reinterpretado. Tal reinterpretación consiste en que no debe ser 
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óbice para la procedencia de la acción y para la concesión del 

amparo que la sentencia estimatoria pueda traducirse en alguna 

ventaja o eventual beneficio para personas que no fueron parte del 

litigio.

De esta manera, si bien los Jueces de amparo no pueden 

ordenar directamente en sus sentencias la protección de los derechos 

de personas que no hayan acudido al juicio de amparo, es 
perfectamente admisible que, al proteger a los quejosos, 
indirectamente y de manera eventual, se beneficie a terceros 
ajenos a la controversia constitucional.

Al respecto, insistió la Primera Sala en que no trata de 
eliminar por completo dicho principio, sino de conseguir un 
efecto de concesión a los amparos otorgados en contra de 
normas que son declaradas inconstitucionales y de conservar el 
principio de relatividad en caso de amparos de mera legalidad y 
en juicios donde los actos reclamados únicamente atañen a las 
partes.

En ese orden de ideas, en el presente amparo, la parte 
quejosa asociación civil potosina “***** **** ***** ** *** ******** 

****”, no podría acceder al beneficio de la sentencia de amparo, 
si hiciera una interpretación de las normas a la luz del principio 
de relatividad de las sentencias, a pesar de que haya cumplido con 

los requisitos para acceder al juicio de amparo y que haya obtenido 

una sentencia favorable, por lo que podría no obtener el resultado 

deseado virtud de que la protección de la Justicia Federal no tiene 

contemplada expresamente la protección a los intereses colectivos. 

Por otro lado, de acuerdo con una interpretación acorde con 
los artículos 1o., 17 y 133 constitucionales, no sería correcto 
decir que no se puede acceder a la protección federal por el 
hecho de que las consecuencias serían generales o erga omnes. 

A la vez que se estaría incurriendo en la falacia de consecuencia, ya 

que se estaría atendiendo en demasía a los efectos que podría tener 

la sentencia, en lugar de prestar atención a la violación de derechos 

humanos y cómo repararla.

Ello, aunado a que, si bien el principio de relatividad de las 

sentencias tiene un fundamento constitucional, también lo tiene el 
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derecho de las mujeres y las personas gestantes, a la salud e 

igualdad y no discriminación; por lo que para actuar acorde con el 
objeto del juicio de amparo se debe preferir y maximizar la 
protección de los derechos humanos y reservar las 
improcedencias a los casos de excepción.

Máxime que el principio de relatividad no debe entenderse en 

el sentido de que exclusivamente la o las autoridades señaladas 

como responsables en el juicio deben respetar y ajustarse a lo 

resuelto, sino que todas aquellas que tengan conocimiento y parte en 

la ejecución de la sentencia deberán igualmente atenerse a lo 

resuelto.

En este tenor, a la luz de los principios pro personae, de tutela 

judicial efectiva y de supremacía constitucional y, se reitera, 
siguiendo los lineamientos fijados por la Primera Sala en el 
Amparo en revisión  ******* en los párrafos 316 a 336 de dicha 

ejecutoria, debe establecer un efecto para la protección de los 
derechos colectivos que representa la parte quejosa “***** **** 
*****  **  ***  ********  ****”, acorde al interés legítimo colectivo 
con el que promovió el presente juicio de amparo. 

Esta concesión no puede limitarse a que las normas de 
tipo penal reclamadas no puedan ser impuestas a la asociación 
quejosa ni a sus asociadas. 

Por lo tanto, en su lugar, el efecto que se le debe dar tiene que 

ser acorde con el interés y legitimación reconocida de la parte 
quejosa. Esto es, de acuerdo con su objeto social (Impulsar la Salud 

de las mujeres en el Estado de San Luis Potosí a través de su 

participación política, social y económica), los fines perseguidos al 

momento de promover el juicio de amparo y los derechos colectivos 

que estimó violados por las normas reclamadas.

Así, en una interpretación de los artículos 1o., 73, 77, 
fracción I, y 78, párrafo segundo, parte in fine, de la Ley de 
Amparo, a la luz de los principios constitucionales mencionados, 
se otorga a la parte quejosa “*****  ****  *****  **  ***  ******** 

****”, el amparo y protección de la Justicia Federal, para el 
efecto de que el Congreso Local derogue los artículos 
declarados inconstitucionales en el considerando anterior, antes 
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de que finalice el periodo ordinario de sesiones en que cause 
ejecutoria la presente sentencia.

Con lo que se consideraría cumplida esta sentencia.

Tal efecto resulta acorde con el interés colectivo con el que la 
parte quejosa, promovió el juicio de amparo y, en específico, con la 

naturaleza del derecho transgredido. 

Solamente así, mediante la herramienta de una concesión 

amplia se puede proteger de manera idónea los derechos de las 

mujeres y personas con capacidad de gestar a la salud reproductiva e 

igualdad y no discriminación vulnerados de manera colectiva, objeto 

del presente juicio de garantías. 

Estimar lo contrario, implicaría que no se cumpliera con 
los términos del artículo 77, fracción I, ya que no se restituiría a 
la asociación quejosa en el pleno goce del derecho violado.

Aunado a lo anterior, en atención al principio de recurso judicial 

efectivo, previsto en el artículo 25 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, se debe de satisfacer la garantía de no 

repetición, la cual refiere a la implementación de medidas que eviten 

que las víctimas vuelvan a ser objeto de violaciones a sus derechos y 

que contribuyan o eviten la repetición de actos de la misma 

naturaleza.

Así, tal como lo estimó la Primera Sala la única herramienta 
para que no se repitan las violaciones a los derechos de las 
mujeres y personas gestantes a la salud y a la no discriminación 
en el Estado, es obligar al congreso local a derogar las normas 
declaradas inconstitucionales en el considerando anterior.

DÉCIMO.- Determinación relativa a la suspensión de 
labores de los Órganos Jurisdiccionales del Poder Judicial de la 
Federación. 

Tomando en cuenta que mediante Circular 16/2024 de 

diecinueve de agosto de dos mil veinticuatro, emitida por el Secretario 

Ejecutivo del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal se 

determinó que al reconocer la situación de hecho y tomar 

conocimiento de los diversos oficios y avisos de suspensión de 
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labores enviados por los titulares de los órganos jurisdiccionales del 

país, mismos que fueron recibidos en la Secretaría Ejecutiva del 

Pleno con motivo del paro organizado por las y los trabajadores 

adscritos a los órganos jurisdiccionales a partir del diecinueve de 

agosto del año en curso y en aras de preservar el ejercicio público de 

impartición de justicia, estableció las consideraciones para señalar los 

casos urgentes.

En los Juzgados de Distrito se precisaron como asuntos de 

tramitación urgente los comprendidos en los artículos 126 y 127 de la 

Ley de Amparo y 48 del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal que establece las disposiciones en materia de 

actividad administrativa de los órganos jurisdiccionales.

Además, en el numeral 10 de dicha circular se consideró 

necesario que para determinar si un asunto es urgente, se debe 

considerar: a) los derechos humanos en juego, la trascendencia de 

su eventual transgresión y las consecuencias que pueda traer la 

espera en la conclusión de la suspensión de labores y, b) los posibles 

impactos diferenciados e interseccionales sobre el acceso a derechos 

económicos y sociales para personas en especial situación de 

vulnerabilidad, destacando enunciativamente los relacionados con su 

salud.

Finalmente, en el número 11 de la comunicación oficial en 

comento se estableció que será a criterio de la persona juzgadora el 

trámite de los demás asuntos que a su consideración reúnan las 

características de urgentes de conformidad con las leyes que los 

rijan.

Luego, en la Circular 17/2024 de veintitrés de agosto del año 

en curso, el Secretario Ejecutivo del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal informó que en sesión extraordinaria celebrada en 

esa misma fecha, el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal y 

derivado de la declaratoria de la Asociación Nacional de Magistrados 

de Circuito y Jueces de Distrito del Poder Judicial de la Federación, 

en la que suspendió actividades en los órganos jurisdiccionales del 

Poder Judicial de la Federación, con excepción de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación y del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 

la Federación, a partir de las cero horas del miércoles veintiuno de 
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agosto de dos mil veinticuatro; así como por la decisión del aludido 

Pleno comunicada en mediante la Circular 16/2024, por mayoría de 

votos determinó, entre otras cuestiones, que a fin de salvaguardar la 

seguridad jurídica y generar certidumbre a los usuarios del sistema 

de justicia federal en esta circunstancia extraordinaria, no correrán 

plazos y términos en los juicios tramitados en los órganos 

jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, en el entendido 

de que subsistirá la validez de aquellas actuaciones y diligencias que 

se hubieran celebrado desde el diecinueve de agosto pasado.

En ese mismo sentido, en la citada comunicación oficial se 

precisó que a fin de garantizar el acceso a la justicia, los órganos 

jurisdiccionales deberán seguir cumpliendo con la actividad esencial 

de impartición de justicia en los términos aprobados en la sesión 

extraordinaria de diecinueve de agosto del año que transcurre, 

publicados en la circular 16/2024.

Por tanto, se emite la presente sentencia de conformidad con la 

supracitada circular emitida por el Secretario Ejecutivo del Pleno del 

Consejo de la Judicatura Federal, pues este Juzgador estima que el 

asunto amerita atención inmediata, dada la trascendencia de este 

asunto y los derechos humanos que se ven involucrados –así como 

la necesidad de emitir una sentencia antes de que venza el plazo 

otorgado por el Tribunal Electoral del Estado de San Luis Potosí a las 

autoridades legislativas para emitir el dictamen de la iniciativa 

impulsada por la parte justiciable– (como se decidió en el auto de 

cinco de septiembre de dos mil veinticuatro).

DÉCIMO PRIMERO.- Por último, de conformidad con el 

Acuerdo General 29/2007 del Pleno del Consejo de la Judicatura 

Federal, que establece el uso obligatorio del módulo de captura del 

Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes (SISE), relativo a las 

sentencias dictadas en los Tribunales de Circuito y Juzgados de 

Distrito; y las atribuciones de los Órganos Jurisdiccionales en materia 

de transparencia, así como con los procedimientos de acceso a la 

información pública y protección de datos personales, captúrese el 

día de su publicación la presente sentencia, con la correspondiente 

sustitución de datos personales para la generación automática de la 

versión pública, a través del sistema establecido para tal efecto, y 
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agréguese al expediente el acuse de recibo electrónico que justifique 

su registro.

Por lo expuesto y fundado se:

R E S U E L V E
ÚNICO. La Justicia de la Unión AMPARA Y PROTEGE a la 

asociación civil potosina ****** **** ***** ** *** ******** *****, 

quien compareció al juicio de amparo por conducto de  ******* 

****** *******, en su carácter de Presidente de la mesa directiva y 

representante legal de dicha asociación civil, por las razones y 

fundamentos expresados en el considerando OCTAVO, y para los 

efectos fijados en el último de tales considerandos.

Notifíquese personalmente.
Así lo resolvió y firma José de Jesús Rosales Silva, Juez 

Tercero de Distrito en el Estado de San Luis Potosí, que actúa ante 

Luis Manuel Pérez Salazar, secretario que autoriza y da fe, dándose 

por terminada la audiencia constitucional, el veinte de septiembre 
de dos mil veinticuatro, en que las labores del juzgado lo 

permitieron. Doy fe.

LUIS MANUEL PEREZ SALAZAR SECRETARIO ADSCRITO AL JUZGADO TERCERO DE 
DISTRITO EN EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, CON RESIDENCIA EN SAN LUIS POTOSÍ, CERTIFICO: - 
- - 1. QUE PARA EFECTOS DE LA VERSIÓN PÚBLICA DE LA PRESENTE RESOLUCIÓN SE HA 
SUPRIMIDO LA INFORMACIÓN CONSIDERADA COMO RESERVADA O CONFIDENCIAL, DERIVADA DE 
DATOS PERSONALES CONCERNIENTES A LAS PERSONAS IDENTIFICADAS O IDENTIFICABLES, TALES 
COMO DATOS GENERALES, SUS BIENES O POSESIONES, DENOMINACIONES DE NEGOCIACIONES O 
PERSONAS MORALES, Y AQUELLOS RESPECTO DE LOS CUALES SE PUEDA IDENTIFICAR A ALGUNA 
PERSONA FÍSICA O MORAL. - - - - 2. EN ESTA VERSIÓN PÚBLICA NO EXISTE INFORMACIÓN 
CLASIFICADA COMO CONFIDENCIAL O RESERVADA EN TÉRMINOS DE LA LEY FEDERAL DE 
TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. - - - - LO QUE SE CERTIFICA Y HACE 
CONSTAR PARA LOS EFECTOS CONDUCENTES. DOY FE. 

FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE
LUIS MANUEL PEREZ SALAZAR

otifíquese.
Lo proveyó y firma José de Jesús Rosales Silva, Juez Tercero de Distrito en el Estado de San Luis Potosí, quien actúa con el Secretario que autoriza y da fe, Luis Manuel Pérez Salazar. Doy fe.

En esta fecha se giraron los oficios  a las autoridades correspondientes.- Conste 
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aEl licenciado(a) Luis Manuel PÃrez Salazar, hago constar y certifico que en

términos de lo previsto en los artículos 8, 13, 14, 18 y demás conducentes en
lo relativo de  la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública  Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información
considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra  en el
ordenamiento mencionado. Conste.


